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1. Introducción al contexto de las políticas en la gestión ambiental: Políticas, normativa legal, aplicación y seguimiento y sanción

El presente informe constituye un marco jurídico básico para el estudio de alternativas en la gestión pública ambiental de la Municipalidad de Guayaquil. La problemática de la gestión pública municipal en rasgos generales: 1) es la misma que afronta la Administración Pública en general. A lo cual deben sumarse: 2) los  aspectos de la particulares competencias y cuestiones clásicas municipales: uso de suelos; descentralización de competencias centrales; poderes de imposición (tasas, contribuciones especiales de mejoras) y sanción; transferencias de potestades públicas del Gobierno Central; la coordinación con el Gobierno Central y Descentralizado, incluyendo manejo mancomunado y consorcial. y, finalmente el tema del papel de la sociedad civil.

La gestión pública ambiental, se la debe encuadrar dentro de la gestión pública en general. En los estudios realizados anteriormente por el autor de este informe con el proyecto CONADE-BID de apoyo a la planificación ambiental, se identificaron los elementos que necesariamente forman parte de una gestión pública, incluyendo la gestión pública municipal. En el presente informe se considera el esquema de la gestión pública ambiental, en el contexto de su aplicación regional y particularmente cantonal.

Objeto de la gestión

Este esquema de gestión pública, resulta aplicable a los elementos esenciales del gobierno municipal en las diferentes áreas de su competencia. En el presente caso, el tema de que se trata es el papel de la municipalidad en el desarrollo sustentable del cantón. No se descarta, sin embargo la ampliación a un enfoque regional a través de la figura del “consorcio municipal” y del distrito metropolitano, alternativas que necesariamente deben estudiarse en el presente informe.

Por otra parte, no obstante la sistemática centralización de las atribuciones municipales en todos los Estados modernos a lo largo de los últimos tiempos, es indudable que, por lo menos en teoría, en la actualidad se ha reconocido el papel irremplazable de la administración municipal en su relación directa con la comunidad. Sobre este particular López manifiesta:

“En cuanto a la Administración Local, los municipios constituyen una base territorial idónea para la gestión de estas competencias siendo imposible prescindir de la aportación de éstos en cuanto que la inmediatez con los usuarios, la tradicional prestación de servicios y el hecho de la cercanía en la localización física de los destinatarios de los servicios, hacen que estas Corporaciones mantengan un protagonismo, inevitable e importante, en el contexto de la Administración ambiental
”.

Así, se afirma que el tema a desarrollarse es la “gestión municipal ambiental” o, más apropiadamente, “gestión municipal del desarrollo sustentable”. Así el plan de este apartado es: delinear los aspectos de la gestión municipal ambiental y aplicar este enfoque a la gestión pública municipal.

El enfoque de la Ley de Régimen Municipal atribuye al ente edilicio las tradicionales facultades y deberes de saneamiento, denominados por Ramírez como “protección primaria” del medio ambiente
, principalmente la higiene y asistencia social en coordinación con “la autoridad de salud de acuerdo con lo dispuesto en … (el) Código de la materia” (Art. 164, a) LRM),  suministro de agua potable y alcantarillado; pero también otras tan puntuales como el combate a los insectos y roedores (Art. 164, k) de la Ley de Régimen Municipal) o “manipuleo de alimentos … y velar por que … se cumplan los preceptos sanitarios” (Art. 164, b), LRM). La letra j) de este artículo 164 abarca lo que la legislación española denomina “actividades molestas, nocivas y peligrosas”: “saneamiento ambiental … ruidos, olores desagradables, humo, gases tóxicos, polvo atmosférico, emanaciones y demás factores que pueden afectar la salud y bienestar de la población”, en lo cual coincide con las competencias otorgadas al Ministerio de Salud y comisarios de Salud en el Código de Salud. Asimismo, en el campo de la conservación de la naturaleza, como parques locales y áreas verdes en general, se encomienda a la municipalidad un papel más bien estético, es decir urbanístico en el sentido tradicional. Cuando la LRM restringe la “destrucción de bosques o zonas arborizadas”, lo condiciona a que “estuviere en pugna con la calificación urbanística que corresponda a dichos terrenos en el plan regulador de desarrollo urbano” (Art. 232, 1ª.), lo que confirma el enfoque más paisajístico y ornamental que conservacionista.

Otra competencia tradicional de la municipalidad es lo que ahora se denomina “patrimonio cultural”, especialmente en las zonas urbanas, pero que, con otras denominaciones ha sido un ámbito tradicional del Cabildo.

Políticas, planeación y financiamiento municipales
La Ley de Régimen Municipal vigente establece que la zonificación y planificación puede darse a través de: 1. "planes reguladores de desarrollo físico cantonal", y 2. "planes reguladores de desarrollo urbano". Ellos contemplan aspectos tales como zonificación de unidades de planeamiento, delimitación de barrios y de zonas rurales, ocupación del suelo, densidad de la población, reservaciones territoriales, reglamentación de construcciones (Tit. IV, Cap. I, LRM).

Los “planes reguladores de desarrollo físico cantonal” deben contener, entre otros componentes, una zonificación de unidades de planeamiento, un análisis de ocupación y utilización del suelo, y estudios de factibilidad económica‑financiera donde se equiparen los criterios de planeamiento con las posibilidades económicas y financieras. Es evidente que los “planes reguladores de desarrollo físico cantonal” son eminentemente de inventario y diagnóstico sobre infraestructura y ocupación existente, aspectos físicos y sobre vocaciones y de encuadramiento”. Su principal objetivo aparente es de suministrar el marco en que se van a desarrollar eventualmente los “planes reguladores de desarrollo urbano”. A diferencia de éstos, los “planes reguladores de desarrollo físico cantonal”, por su finalidad netamente descriptiva, no pueden establecer zonificaciones que impliquen algún tipo de limitación o restricción en el uso del suelo. Las zonificaciones que corresponden a los “planes reguladores de desarrollo físico cantonal” son meramente “de unidades de planeamiento” (Art. 212, a), LRM).

Los planes reguladores de desarrollo urbano forman parte definitiva de los planes de desarrollo físico cantonal y deben prepararse de acuerdo con las siguientes etapas: 1. Formación del expediente urbano con base a estudios preliminares; 2. Elaboración del plan regulador, que incluye zonificación y delimitación de barrios para habitación, industrias, zonas especiales y zonas rurales, reservaciones territoriales, espacios abiertos, libres y arborizados; y, 3. Documentación reglamentaria que incluye programas de ordenamiento y ordenanzas y reglamentaciones sobre el uso del suelo, condiciones de seguridad, materiales, condiciones sanitarias y otras de naturaleza similar (Art. 214, LRM).

La característica principal de los planes es la de afectar principalmente a las áreas urbanas, como sus nombres lo indican, y solo marginalmente considerar el área rural, como es "delimitar las zonas rurales".

La actividad de la municipalidad se orienta principalmente al área o áreas urbanas del cantón, a pesar de que el planeamiento físico y urbanístico del territorio del cantón es obligatorio según la ley (Art. 211, LRM).

Por eso se deberá notar que, líneas arriba, se ha hecho énfasis en el "desarrollo cantonal" más bien que al "desarrollo urbano".

En cuanto a la actividad de terceras personas que pudieren afectar el indicado ordenamiento, la ley dispone sanciones para quienes realizaren parcelaciones o lotizaciones agrícolas sin aprobación de la municipalidad.

Las parcelaciones que afectan a terrenos situados en las zonas rurales destinados a bosques, cultivos o explotación agropecuaria se consideran agrícolas y están sujetas también al plan de desarrollo físico cantonal aprobado por el concejo (Arts. 161 y 224, LRM).

Los efectos principales de las normas citadas son las limitaciones que se establecen respecto del uso de la tierra: no se podrán efectuar construcciones, movimientos de tierra, destrucción de bosques o zonas arborizadas o dar cualquier uso que estuviere en pugna con la calificación urbanística que corresponda a dichos terrenos en el plan regulador de desarrollo urbano (Art. 232, 1., LRM). 

Por otra parte, las nuevas construcciones se deben ajustar a la ordenación aprobada.

El extinguido Programa Nacional de Regionalización (PRONAREG), hoy DINARÉN, del Ministerio de Agricultura y Ganadería, realizó un inventario de usos y vocaciones de las tierras rurales, por supuesto sin fuerza obligatoria.  Por otra parte, se duda que tal fuerza obligatoria pudiera ser adecuada para estas finalidades.

Las facultades del municipio en este respecto son bastante efectivas, puesto que le corresponde aprobar los planos de construcciones de toda clase las que, sin este requisito, no podrán llevarse a cabo.

La demolición de edificios construidos en contravención a las ordenanzas locales vigentes al tiempo de su edificación no da derecho a indemnización alguna (Art. 161, LRM).

Los municipios tienen competencia coercitiva para impedir usos de la tierra, construcciones, destrucción de bosques o zonas arborizadas o cualquier uso que estuviere en pugna con la calificación correspondiente (Art. 232, 1., LRM). Pueden los municipios, en consecuencia, impedir las obras de reparación, mejoramiento u otras de mantenimiento que no se compadezcan con los lineamientos del plan regulador de desarrollo (Art. 233, LRM).

En fin, el Concejo podrá acordar moratorias, esto es, la suspensión hasta por un año del otorgamiento de autorizaciones de parcelación de terrenos y edificaciones en sectores comprendidos en un perímetro determinado, hasta que proceda a las actualizaciones correspondientes en los planes reguladores de desarrollo urbano (Art. 243, LRM).

La protección de los hábitat se puede alcanzar de mejor manera a través del manejo de las actividades de los habitantes de las zonas urbanas y suburbanas, antes que a través del manejo de áreas definidas. Todo esto puede conseguirse mediante una zonificación que establezca los diferentes usos que pueden dársele a la tierra y los recursos, pero solamente en el contexto de los “planes reguladores de desarrollo urbano”. En consecuencia, “las posibilidades que tiene el municipio de actuar en el área rural están casi limitadas a aquellas acciones que puedan dañar al medio ambiente como consecuencia de acciones urbanizadoras o edificatorias”. Mas, otro tipo de acciones, como por ejemplo, aquellas que modifican los cauces naturales  las cuencas de los mismos, o la deforestación por acciones de índole agraria o acuícola, escaparían al control del municipio
. Lo que ha cambiado últimamente en este respecto es la supresión del permiso que correspondía al extinguido Instituto de Reforma Agraria y Colonización (IERAC), puesto que la vigente Codificación de la Ley de Desarrollo Agrario
, dice que “[l]a compra venta y transferencia de dominio de tierras rústicas de dominio privado es libre y no requiere de autorización alguna”. Esto no debe interpretarse como supresión del requerimiento de los permisos municipales en las compraventas y consecuentemente lotizaciones y urbanizaciones de terrenos rurales. La Procuraduría General del Estado ha dictaminado sobre el particular en el oficio N°  5833 del 13 de octubre de 1997:

De los antecedentes legales anotados se desprende que corresponde a las Municipalidades velar por el planeamiento físico y urbanístico de todo el territorio de un cantón, sean estas áreas urbanas o rurales.

Si bien es cierto, que según el Art. 35 de la Ley de Desarrollo Agrario la compraventa y transferencia de dominio de terrenos rústicos de dominio privado es libre y no requiere autorización alguna, no es menos cierto que la Ley de Régimen Municipal, contiene normas expresas que rigen dentro del territorio de cada cantón, a cuyo orden jurídico deben someterse sus vecinos o moradores.

La norma contenida en la Ley de Desarrollo Agrario está orientada a replantear el antecedente del régimen de propiedad que tiende a facilitar el traspaso de dominio en el área rural. La consulta de la Municipalidad, particularmente, se orienta a la prevalencia del derecho y obligación de organizar el uso del suelo urbano en base al plan de desarrollo físico cantonal y de desarrollo urbano.

En consecuencia, toda persona que desee realizar fraccionamiento de predios rústicos requiere contar con la autorización de desmembración que otorga la Municipalidad, de conformidad con sus respectivos planes reguladores de desarrollo físico cantonal y de desarrollo urbano con que cuente la Municipalidad …. 
La cobertura del vacío en la competencia municipal sobre las actividades en las áreas rurales, se subsana parcialmente con la provisión constante en la Ley de Régimen para el Distrito Metropolitano de Quito:

Art. 26.- COMPETENCIA EXCLUSIVA.- La decisión sobre el destino del suelo y su forma de aprovechamiento dentro del territorio distrital, compete exclusivamente, a las autoridades del Distrito Metropolitano.


Las dependencias del Estado y las demás instituciones del sector público, no podrán ejecutar planes o proyectos que impliquen construcciones, edificaciones u obras de infraestructura, ni aun las destinadas al servicio público, sino de acuerdo con su planificación distrital y previa autorización de la administración del Distrito Metropolitano, según las normas de esta Ley”.

Nótese que las restricciones afectan exclusivamente a los planes y proyectos de “las dependencias del Estado y las demás instituciones del sector público”.


Compárense estas potestades con las más amplias determinadas en la reforma constitucional de 1996, suprimidas en la Constitución vigente:



Art. 159. Corresponde además, al Concejo Municipal:

a) Planificar el desarrollo cantonal;

…

c) Determinar, en forma exclusiva el uso de los espacios; y el uso y ocupación de las áreas de asentamientos poblacionales y organizar su administración;

d) Dictar las normas necesarias para el control, preservación y defensa del medio ambiente, delimitando las áreas de conservación y reserva ecológica;

La potestad de delimitar áreas protegidas en el territorio metropolitano, implica la zonificación de usos, ocupaciones y actividades, que se expresan en el correspondiente “plan de manejo”. Mas adelante se hace referencia a la delegación que hace el Ejecutivo al Distrito Metropolitano de Quito, de las competencias forestales y de áreas naturales del INEFÁN, para el manejo de las laderas del Pichincha. Para estos efectos, es irrelevante la vigencia o no de la citada disposición constitucional y basta la aplicación –ciertamente extensiva en el presente caso— de la Ley de Descentralización.

2. Doctrina de la normativa legal ambiental del municipio
En razón de que tantos de los problemas y soluciones contemplados por la Agenda 21 tienen sus raíces en las actividades locales, la participación y cooperación de las autoridades locales será un factor determinante en el cumplimiento de sus objetivos. Las autoridadas locales construyen operan y mantienen la infraestructura económica, social y ambiental, supervisan los procesos de planeamiento, establecen políticas y regulaciones locales ambientales. En su calidad de nivel gubernamental más cercano a la población, desempeñan un rol fundamental educando, mobilizando y respondiendo al público en la promoción del desarrollo sustentable (Agenda 21. Chapter 28. Local Authorities Initiatives in Support of Agenda 21. Programme Area. Basis for action. 28.1.).

En el derecho comparado hay que distinguir los enfoques de países Latino Americanos con régimen federal –básicamente México, Brasil, Venezuela y Argentina. La doctrina constitucional del régimen federal atribuye a los estados o provincias federales una autonomía que las regiones están lejos de disfrutar en la realidad de estos países.

La distribución de las competencias ambientales entre el Gobierno central, sus entida​des y las llamadas entidades territoriales tiene énfasis diferente en los distintos países, según estos sean unitarios o federales. Mas, la tendencia prevaleciente es de descentralizar cada vez más atribuciones ambientales a los regímenes regionales y locales. Sin embargo, una constante de estas trasferencias de funciones y competencias ambientales es su ambigüedad, puesto que el Gobierno central se reserva posibles intervenciones o se reparten las competencias respectivas equívocamente entre la región (sea esta una provincia, estado federal, distrito o corporación regional) y el municipio, en forma conjunta, sin un claro deslinde de responsabilidades.

Competencias históricas de los municipios

En el campo de la aplicación de las normas constitucionales y legales que proclaman competencias específicas de las municipalidades, es especialmente cierta la constatación de López Bustos, según el cual "se aprecia una contradicción entre las declaraciones de los textos legales y la realidad, marcada por la proliferación de vías de penetración del Estado en las competencias de los entes locales". Esto se ha conjugado por todas partes con la "escasa capacidad de ges​tión de los entes locales", consecuencia de la absorción de las rentas por parte del Gobierno central.

Lo que dice López Bustos sobre España, resulta aplicable también a los países latinoamericanos, cuando afirma que "[n]o obstante, a los Ayuntamientos les han estado siempre atribuidas ex lege funciones de cierto carácter ambiental consistentes en lim​pieza viaria, saneamiento del medio, determinación de la ubicación correcta de los cemente​rios, sometimiento a autorización de los talleres y fábricas que produzcan gases o emanacio​nes insalubres, así como los que viertan aguas o residuos que impurifiquen las corrientes de aguas, control de las condiciones sanitarias de los establecimientos, etc., funciones que hacen referencia directa al saneamiento e higiene y materias que forman parte de lo que hoy de​nominamos medio ambiente urbano
". Según Oliván son "títulos competenciales conexos": "ordenación del tráfico de vehículos, protección civil, protección y prevención de incendios, ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística, defensa de usuarios y consumidores, suministro de agua, recogida y tratamiento de residuos, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales"
.

Por otra parte, Brañes hace notar adecuadamente que las funciones que tradicional​mente han ostentado los municipios están ligadas estrechamente con la protección del medio ambiente, como por ejemplo los servicios públicos de saneamiento, agua potable y alcantarillado. "Los procesos de descentralización de la gestión ambiental que se están lle​vando a cabo en algunos países  -afirma este autor- le están restituyendo a los municipios al​gunas facultades que de facto o de jure les habían sido restadas"
. 

Ámbito territorial de las competencias ambientales

En Colombia, las corpora​ciones regionales han incrementando sus competencias en la década de los noventa. La Ley 99, que crea el Ministerio del Medio Ambiente, asigna un destacado papel a las "corporaciones autónomas regionales" den​tro del Sistema Nacional Ambiental". En Colombia, "[s]on entidades territoriales los departa​mentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas". Todas ellas "gozan de auto​nomía para la gestión de sus intereses". En este país, las "provincias se constituyen con mu​nicipios o territorios indígenas circunvecinos, pertenecientes a un mismo departamento"
. Perú cuenta con Regiones, Departamentos, Provincias y Distritos. "Las Regiones se constituyen por iniciativa y mandato de las poblaciones pertenecientes a uno o más departa​mentos colindantes
." En Chile, el territorio se divide en regiones y éstas en provincias. Para efectos de la administración local, las provincias se dividen en comunas
.
Regímenes restrictivos de las competencias ambientales municipales
En general, la legislación de medio ambiente se ocupa más de la desconcentración del manejo ambiental que de su descentralización. Se entiende la desconcentración como el establecimiento de oficinas re​gionales, dependientes del órgano ambiental central, con mayor o menor amplitud de delega​ción para la toma de decisiones y la aplicación de sanciones. Tal es el caso de Chile con la expedición de la Ley de Bases del Medio Ambiente. En este país, según Cordero “La Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades” (LOCM) incorporó a su texto una serie de disposiciones encaminadas a la protección del medio ambiente, pero no reconoció al Municipio como un ente protagónico de esta protección, ni hizo propicia tampoco la ocasión que le presentaban las disposiciones constitucionales para avanzar en una óptica contemporánea de lo que debe ser la responsabilidad social frente al medio ambiente”. Este autor dice que la “jurisprudencia” de la Contraloría chilena no considera entre las potestades privativas de la municipalidad la protección del medio ambiente y afirma que el legislador chileno no reconoció esta materia como prerrogativa privativa de las Corporaciones Edilicias. La legislación municipal chilena autoriza a las municipalidades a “desarrollar, directamente o con otros órganos de la Administración del Estado, funciones relacionadas con: c) La protección del medio ambiente" (Art. 42, LOCM). Pero, al decir de Cordero “ésta es una mera opción, condicionada además en algunos casos a la voluntad administrativa de otros entes, carece de la imperatividad normativa que hubiéramos querido ver sancionada por el legislador, puesto que la facultatividad de posición que establece la LOCM ha permitido sostener a la Contraloría General de la República ‘que no se puede imponer a las municipalidades la obligación de velar por el cumplimiento de las disposiciones que regulan la protección del medio ambiente, ya que la LOCM no le otorga facultades esenciales en relación con esta materia”. Con los mismos “criterios residuales de participación del Municipio, se le confían materias de fiscalización, como la más concreta forma de participar en el régimen de protección al medio ambiente, haciendo caso omiso de otras de vital importancia que la Municipalidad debería ejercer”. La facultad privativa de aseo y ornato de la comuna, contenida en el artículo 32, letra d), de la LOCM, no le parece a Cordero de carácter ambiental puesto que se encuentra “guiada por criterios casi absolutamente estéticos”
.

El Código del Medio Ambiente y de los Recursos Naturales del Perú solo contempla para “los gobiernos locales”, conjuntamente con los “gobiernos regionales”. “dictar las normas específicas en su jurisdicción y velar por su correcta aplicación” sobre el tema de la salubridad pública, mientras compete al Ministro de Salud “dictar normas generales en lo referente a salubridad pública y para evaluar y controlar su cumplimiento”. También se alude a los gobiernos locales a propósito de la limpieza pública. En fin, la norma ambiental citada otorga facultad privativa al “gobierno local” para la aprobación de los planes y actividades que impliquen modificaciones “en cualquiera de los elementos constitutivos de los asentamientos humanos”
.
En Argentina, Dromi distingue las competencias de índole general correspondientes a la Nación argentina, mientras que las provincias "conservan las competencias necesarias para complementar la legislación sustantiva nacional sin que se alteren las jurisdicciones locales." Según este autor, la Constitución argentina "[p]one límite a una disgregación excesiva en los criterios de protección, evitando que las provincias -en ejercicio de su autonomía- puedan dictar legislaciones ambientales muy distintas, y que aquello que es daño ambiental, con obli​gación de recomponer, en alguna de ellas, no lo sea en otras."

El texto de la Constitución argentina reformada dice, en lo pertinente:

Art. 41.-
...

Corresponde a la Nación dictar las normas que conten​gan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales.

Argentina tiene una historia de agudo centralismo. Dromi afirma que “el proceso de centralización política, administrativa y económica en nuestro país, ha tenido una doble proyección: de la Nación a las provincias, por un lado y de las provincias a los municipios, por el otro. Ambos fenómenos no se han dado ni aislada, ni separadamente. La Nación absorbió competencias de las provincias y estas a su vez de los municipios”
. Cita a continuación a Vinelli, quien opina que tradicionalmente la Constitución ha conferido la autonomía a las provincias y, por tanto a los municipios pero que jamás

…ha definido tal régimen (de autonomía) ni enumerado sus facultades y recursos. Esa imprecisión ha facilitado la centralización administrativa mediante la limitación de la competencia municipal, la organización y aún la elección de sus autoridades y la reducción de sus naturales fuentes de recursos. El municipio quedó así supeditado a un poder superior que trabó su acción, redujo el campo de sus iniciativas e impidió la organización de sus servicios públicos"(Vinelli, Víctor, y otros, El régimen municipal en la Constitución, p. 11)
.

Con tales antecedentes, Dromi estima que la débil alusión a la autonomía municipal de la Carta Suprema argentina es un hito en la descentralización del país:

Art. 123. Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5°, asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero.

« [N]o existe administración del medio ambiente al nivel comunal, lo que no quiere decir que las comunas estén ausentes de la materia ambiental. Cuando más, se encuentra en ciertas municipalidades un adjunto especializado en las cuestiones del ambiente o, en el mejor de los casos, en las grandes ciudades, una unidad de medio ambiente o de calidad de vida ». dice Prieur. Pero, algunas competencias propias municipales se encuentran en vinculación íntima con la problemática ambiental. El autor citado señala: el urbanismo, lucha contra toda clase de contaminación, ruidos, recolección y eliminación de basura doméstica, letreros y afiches y puertos de esparcimiento En Francia el instrumento contractual es el medio preferido para el traspaso de competencias del gobierno central a las regiones y comunas. Prieur enumera los contratos en materia de ruidos, de protección de la naturaleza, de rios y  de medio ambiente. Los contratos de ruidos, celebrados entre 1979 y 1986 entre el Ministerio de Medio Ambiente con varias ciudades francesas, el gobierno central se comprometía a correr con la mitad de los gastos. Posteriormente, en los contratos se añadieron « protocolos de acuerdo » para la integración del ambiente urbano para mejorar la calidad de la vida urbana y la participación de los ciudadanos, principalmente en el cultivo de los jardines familiares
.

Distribución de competencias

La distribución de competencias entre "la nación y las entidades territoriales" se atribuye a la "ley orgánica de ordenamiento territorial", en la Constitución colombiana
. Como principio general la Carta Suprema colombiana dispone que "[l]as competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley". Se autoriza a los "departamentos" y mu​nicipalidades fronterizos la coordinación e integración con los la entidad territorial del país vecino en "la preservación del ambiente".

También dispone la Constitución colombiana respecto de los "departamentos" que "la ley podrá establecer ...diversas capacidades y competencias de gestión administrativa y fiscal distintas de las señaladas ... en la Constitución, en atención a la necesidad de mejorar la ad​ministración pública o la prestación de servicios públicos de acuerdo con ...(sus) circunstan​cias ... ecológicas."

Machado se pregunta si en Brasil tienen competencia los municipios para legislar so​bre el tema ambiental. En todo caso, resulta claro que la Constitución Federal de 1988, dis​pone que "[e]s competencia común de la Unión, de los estados, del distrito federal y los mu​nicipios: VI- proteger el medio ambiente y combatir la polución en cualquiera de sus for​mas"
. La Constitución brasileña considera una serie de instancias comunes a los niveles de “la Unión, los estados, el distrito federal y los municipios” la protección del medio ambiente y el combate a la contaminación, además del cuidado de la salud y la ejecución de tareas de saneamiento básico. También se concede competencia al municipio, en forma conjunta con las demás instancias citadas, el registro y fiscalización de las exploraciones de recursos hídricos y minerales
.

Refiriéndose a la distribución de funciones ambientales entre los gobiernos de los estados y los municipios en México, Brañes dice:

Hasta ahora no todas las legislaturas locales han concluido con la tarea de ex​pedir la leyes estatales del equilibrio ecológico y la protección al ambiente que son necesarias tanto para dividir las facultades sobre la materia entre los go​biernos de los estados y municipios, como para regular los asuntos que quedan reservados a la competencia de los gobiernos de los estados, ni han sido reglamentadas las leyes que se han expedido. Además, son pocos los ayuntamientos que han comenzado a expedir los ordenamientos que regularán los asuntos reservados a los municipios. A nivel local, sin embargo, existe un cierto retardo en la expe​dición de las normas jurídicas que regularán las materias que han quedado co​locadas en la esfera de la competencia de los gobiernos de los estados y mu​nicipios
.

Brañes hace un recuento que las actividades que la legislación ambiental mexicana señala a las municipalidades y la distribución de competencias con las demás unidades territo​riales. La enumeración puede servir de antecedente para una propuesta a incluirse en el proyecto de Ley de Medio Ambiente, que tome en consideración las particularidades de la es​tructura político-administrativa ecuatoriana.

Según el Art. 120 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección del Am​biente de México, dispone que "[p]ara evitar la contaminación del agua, quedan sujetos a regulación federal o local:

I.
Las descargas de origen industrial;

II. 
Las descargas de origen municipal y su mezcla incontrolada con otras descargas;

III.
Las descargas derivadas de actividades agropecuarias;

IV.
Las descargas de desechos, sustancias o residuos generados en las ac​tividades de extracción de recursos no renovables;

V.
La aplicación de plaguicidas, fertilizantes y sustancias tóxicas;

VI.
Las infiltraciones que afecten los mantos acuíferos, y

VII. El vertimiento de residuos sólidos en cuerpos y corrientes de agua.


La Ley española "Reguladora de las Bases de Régimen Local" establece competencias de los municipios en materia de "[p]rotección del medio ambiente"
.

Competencias privativas del municipio

La reforma constitucional ecuatoriana de 1996 atribuye específicamente a las municipalidades la potestad de "[d]ictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio" (Art. 159).

La Constitución brasileña solamente atribuye al municipio en forma expresa competencias sobre planeamiento territorial y uso de suelos, así como “protección del patrimonio histórico-cultural local”
.

La planificación del desarrollo cantonal y uso de suelos ha sido tradicionalmente un papel asignado a las municipalidades, en los países sudamericanos. Las reformas constitu​cionales confirman esta potestad y con frecuencia la refuerzan, como en el caso del Ecuador. Se atribuye a las municipalidades colombianas "[r]eglamentar el uso del suelo"
, "[p]lanificar el desarrollo urbano y rural", etc.

Según la normativa jurídica ambiental española, las llamadas "actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas" deben obligatoriamente considerarse en una ordenanza mu​nicipal en todos los municipios capital de provincia y en aquellos de más de 50.000 habitan​tes. Corresponde a esta Ordenanza clasificar tales actividades de forma sistemática, "tipifi​cando al máximo las medidas correctoras aplicables en cada una de ellas, con indicación de aquellas actividades cuya ubicación deba ser forzosamente en zonas industriales y de las que se consideren compatibles con la vivienda". En esta ordenanza deben completarse las normas de instalación y las limitaciones sobre "potencia, superficie, ruidos admisibles y situación del local respecto de la vivienda". Finalmente, explica el autor citado, la Instrucción que dispone la obligatoriedad de la Ordenanza recomienda un esquema que contemple la clasificación, emplazamiento, distancia según las actividades, así como medidas correctoras. Obviamente se incluyen provisiones sobre procedimiento, comprobación, inspección y sanciones
.

Aunque en el Ecuador la competencia del municipio es el cantón, incluyendo la zonas urbanas y rurales, con mayor frecuencia se enfatiza su participación en la problemática ur​bana. López-Nieto, refiriéndose a la normativa española, afirma que "el control del medio ambiente urbano es una función inalienable de las Corporaciones locales"
.

En general, las principales competencias privativas municipales son de servicios públicos y planeamiento urbano. La Ley de Régimen Municipal ecuatoriana enfatiza la prestación de los servicios de agua potable y alcantarillado, así como caminos, calles, parques, plazas y demás espacios públicos. Otro servicio público tradicional de la municipalidad es la recolección y procesamiento de residuos y desechos sólidos –que, por otra parte es indudablemente un servicio público. En el contexto del planeamiento del uso de espacios, también se atribuye a los municipios el "control de construcciones"
.

La Ley de Régimen Municipal de Ecuador detalla la aplicación de estas competencias en los Arts. 163 (servicios públicos) y 164 (higiene y asistencia social). Entre otros lineamientos dispone la coordinación que se tiene que establecer con la autoridad de salud en lo relativo a la "higiene y asistencia social".

Otros aspectos que atribuye la legislación ambiental mexicana a los municipios, referidos por Brañes son:

I. Extracción y procesamiento de minerales de construc​ción (rocas y canteras, arena de las playas). Sobre esto, en Ecuador se debe hacer referencia al Código de Policía Marítima y la Ley de Minería.
I. Autorización de los municipios para exploración petrolera en tierras de su propiedad. En el Ecuador las tierras que no tienen otro dueño son del Estado, a través del Instituto de Desarrollo Agrario (INDA) y no se asig​nan tierras baldías a las municipalidades. No obstante estas pueden ser propietarias de tierras por adquisición y por expropiación, conforme a la ley. La Ley de Régimen del Distrito Metropolitano en forma expresa requiere el permiso municipal para la ejecución de cualquier clases de obras de las demás instituciones públicas.

I. Emisión de contaminantes a la atmósfera.

I. Contaminación de vehículos automotores.

I. Promoción de la vivienda. Una de las potestades mu​nicipales de expropiación, determinada en la Constitu​ción, se orienta a "hacer efectivo el derecho a la vivienda y a la conservación del medio ambiente". Para el efecto, además de la expropiación las municipalidades pueden "reservar y controlar áreas para el desarrollo futuro"
. 

I. La relocalización industrial.

I. Turismo. Principalmente en los aspectos de regulación y promoción.

I. Regulación y control del ruido, vibraciones, energía térmica y lumínica, olores y contaminación visual.

I. Regulación y conservación del patrimonio cultural.

La Ley de Régimen Municipal del Ecuador reserva a los cabildos el manejo sanitario del agua y sus efluentes. La Ley de Régimen Municipal atribuye a la municipalidad competencia para "[p]roveer de agua potable y alcantarillado a las poblaciones del cantón, reglamentar su uso y disponer lo necesario para asegurar el abastecimiento y la distribución de agua de calidad adecuada y en cantidad suficiente para el consumo público y el de los particulares". Para el efecto, la municipalidad puede ejecutar toda clase de obras y obtener la adjudicación de aguas correspondiente. Para el efecto le corresponde a la municipalidad [o]btener la adjudicación de las aguas que estando o no en uso de particulares sean indispensables para satisfacer las necesidades del cantón y para los servicios de luz y fuerza eléctrica, agua potable, higiene y sanidad de las poblaciones".

Distribución de competencias ambientales entre los municipios y las demás instituciones públicas

	Competencias privativas del municipio

Planificación, control de construcciones y zonificaciones de uso de suelos urbanos y urbanizables, incluyendo lotizaciones de tierras rurales, así como protección de patrimonio arquitectónico urbano

Servicios públicos locales de saneamiento comunitario: Agua potable y alcantarillado; Recolección y disposición de desechos urbanos; cementerios

Ornato y áreas verdes urbanas y suburbanas

Construcción y regulación de Mercados


	Competencias compartidas entre el municipio y las demás instituciones públicas (Generalmente los municipios y las instituciones del gobierno central o funcional actúan en forma concurrente y superpuesta)

Permisos y autorizaciones para actividades que tienen consecuencias en el saneamiento comunitario: manipulación de alimentos, higiene, efluentes industriales y domésticos, 

Transportación pública

Control de higiene y sanidad en venta de alimentos preparados y establecimientos de turismo

Estudios de impacto ambiental


	Competencias del gobierno central o de entidades públicas

Normativa y regulación de salud pública

Ordenamiento del tránsito motorizado

Declaratoria y manejo de áreas protegidas

Obras regionales de infraestructura sanitaria

Carreteras y caminos intercantonales

Fijación de estándares ambientales nacionales

Adjudicación de aguas públicas

Infraestructura y servicios de Salud

Infraestructura de educación pública

Permisos y concesiones para explotación de recursos naturales

Permisos para la prevención de incendios –cuerpos de bomberos

Infraestructura Terminales de transportación (muelles, terminales terrestres y aéreos)





En el presente informe se estudia, a continuación, la forma como la normativa jurídica ecuatoriana distribuye estas funciones, responsabilidades y competencias.

3. FUENTES DE LA NORMATIVA MUNICIPAL ECUATORIANA SOBRE DESARROLLO SUSTENTABLE
Constitución de la República

Crespo considera que la autorización constitucional para expropiar y reservar tierras con fines ambientales concede amplia competencia ambiental a los municipios:

Sin embargo de que el artículo 50 de la Constitución no se refiere a la potestad municipal para conservar el medio ambiente y otorgar plena autoridad al Municipio respecto a la conservación del medio ambiente en relación al derecho de propiedad, esta disposición constitucional refleja la intención del legislador de constituir con plena autoridad a los Municipios respecto a temas específicos en los que podría entrar en conflicto el derecho de propiedad y el derecho a un medio ambiente sano, precautelando de que siempre prevalezca este último.


Según este autor, esta competencia constitucional de los municipios está directamente ligada con el derecho de vivir en un medio libre de contaminación (texto constitucional), lo que crea un deber constitucional de la municipalidad en la protección de este derecho.

Ley de Régimen Municipal

El articulo 15 a Ley de Régimen Municipal determina como  funciones primordiales de la municipalidad:

1ª. Dotación de sistemas de agua potable y alcantarillado.

2ª. Construcción, mantenimiento aseo, embellecimiento y reglamentación del uso de caminos, calles, parques, plazas y demás espacios públicos.

3ª. Recolección, procesamiento o utilización de residuos

4ª. Dotación y mantenimiento de alumbrado eléctrico

5ª. Control de alimentos: forma de elaboración, manipuleo y expendio de víveres

6ª. Ejercicio de policía de moralidad y costumbres.

7ª. Control de las construcciones.

8ª. Autorización para el funcionamiento de locales industriales, comerciales y profesionales.

9ª. Servicio de cementerios

10ª. Fomento de Turismo.

11ª. Servicios de mataderos y plazas y mercados.

Referencia bibliográfica sobre el ordenamiento ambiental del cantón Guayaquil

La bibliografía sobre el ordenamiento ambiental del municipio de Guayaquil y los municipios de los alrededores experimenta limitaciones en relación con la existente para Distrito Metropolitano de Quito, especialmente después de la codificación de las ordenanzas aplicables a este último
, pero desde mucho antes sistematizado y recopilado en Gaceta Municipal del cantón Quito.


Para los municipios del área de influencia de Guayaquil no existen prácticamente fuentes bibliográfica ni una clasificación ordenada al interior de los respectivos cabildos.


El estudio de la CAAM sobre el Golfo de Guayaquil
 y una reciente consultoría
 para el Municipio de Guayaquil enumeran las siguientes ordenanzas ambientales del Municipio de Guayaquil:

1. "Ordenanza que establece El Parque Forestal en los terrenos del Jockey Club". Noviembre 19 de 1951.

2. "Ordenanza de Arboricultura y Forestación", septiembre 6 de 1972.

3. "Ordenanza que establece el Jardín Botánico y Parque Zoológico", publicada el 13 de marzo de 1951.

4. "Ordenanza de creación del Patronato del Parque Zoológico y Jardín Botánico de Guayaquil, publicada el 16 de febrero de 1973.

5. "Ordenanza que crea y reglamenta el uso del suelo como área verde o parque de un sector de la ciudad contiguo al Estero Salado". publicada el 25 de septiembre de 1974.

6. “Explotación de Canteras” de 30 de marzo de 1978
7. "Ordenanza reformatoria para la explotación de canteras y movimientos de tierra", publicada el 5 de octubre de 1984.

8. Reglamento de la Ordenanza para la explotación de canteras y movimientos de tierras y al otorgamiento de permisos de explotación de materiales", publicada el 5 de octubre de 1984

9. "Ordenanza reformatoria de la Ordenanza contra ruido", publicada el 6 de mayo de 1985.

10. “Ordenanza de normas mínimas para los diseños urbanísticos y arquitectónicos en programas especiales de viviendas de interés social”, del 30 de julio de 1986.

11. “Ordenanza de Creación de la Unidad Ejecutora de Rescate y Preservación del Salado”, de noviembre de 1986.

12.  “Ordenanza que delimita el Centro Turístico de Guayaquil”, del 15 de enero de 1987.

13. “Ordenanza de muelles, muros, parrillas, varaderos y cabotaje”, publicada en el RO 443 del 18 de mayo de 1994.

14. "Ordenanza de Gasolineras", Marzo de 1995.

15. "Uso del Espacio y Vía Pública" RO 150 de 18 de marzo de 1993.

16. "Ordenanza de la delimitación del perímetro urbano de las cabeceras Parroquiales", publicada el 12 de mayo de 1995.


Además, el estudio de la CAAM menciona los siguientes proyectos de ordenanzas y reglamentos ambientales, existentes a 1996:

1. "Ordenanza contra ruidos y vibraciones". Proyecto elaborado entre 1993 y 1994 por la DSHMA del Municipio de Guayaquil.

2. "Reglamento para la prevención y control de la contaminación producida por las aguas residuales industriales y desechos tóxicos y las emisiones hacia la atmósfera". Proyecto Dirección de Salud, Higiene y Medio Ambiente, 1993‑1994.

3. "Reglamento de control de agua potable para el consumo humano en sus fases de producción, distribución y almacenamiento". Proyecto del Dpto. de Salud, Higiene y Medio Ambiente, 1993‑1994.

4. "Ordenanza de arborización, parques y áreas verdes de Guayaquil Proyecto del Dpto. de Salud, Higiene y Medio Ambiente, 1992.

5. "Ordenanza sobre preservaciones territoriales y áreas de preservaciones territoriales y áreas de preservación urbana". Proyecto, Dirección del Plan de Desarrollo urbano cantonal, MIMG, julio de 1994.

6. "Ordenanza del esquema urbano de Guayaquil Presentada en julio de 1994. DIPLAN‑G. "Ordenanza de fraccionamientos y Desarrollo Urbanístico". Presentada por DIPLAN‑G. Diciembre de 1993.

7. "Ordenanza para explotación de canteras y movimientos de tierra". En preparación DIPLAN‑G, abril de 1994.

El documento de la CAAM sobre el Golfo de Guayaquil cita las declaratorias de áreas protegidas adyacentes a la ciudad de Guayaquil, declaratorias realizadas conforme a la Ley Forestal, pero también otras zonificaciones de áreas naturales expedidas por la municipalidad:

Según un proyecto de “Ordenanza sobre preservaciones territoriales y áreas de preservación urbana", Guayaquil posee 5.000 ha de bosque protector de tipos bosque seco y manglar que serían protegidos como reservaciones territoriales en suelos no urbanizables (clasificados en: áreas de bosques y vegetación protector y áreas de preservaciones urbanas). En el capítulo referido a "Reservaciones territoriales en suelo no urbanizable", y a "áreas de preservación urbana", a más del Estero Salado se identifican:

· Cerro El Paraíso: Acuerdo Ministerial No. 060 del 10 de febrero de 1989, publicado en el Registro Oficial 132 del 20 de febrero de 1989; reformado por  A. 0198 de 28 de abril de 1992, RO 937 de 18 de mayo de 1992, que reduce su superficie;

· Cerro Blanco: A. 0143 de 20 de abril de 1989, por el que se declara Bosque y Vegetación Protector a un área de 2.000 hectáreas localizada en el sector denominado Cerro Blanco;

· Bosque y Vegetación Protectores Chongón: A. 0158 de 10, RO 921 de 23 de abril de 1992, por el cual se declara Bosque y Vegetación Protector a un área de 7.820 ha localizadas en la parroquia Chongón con el cantón Guayaquil;

· Bosque Protector Puerto Hondo: A. 498, reformado por A. 238, RO 122 de 6 de julio de 1987, mediante el cual se declara bosque protector a un área de 203.399 ha cubierta de manglar, a la que se denomina Bosque Protector Puerto Hondo.

Por otra parte, en el indicado proyecto se denominan Áreas de Preservación Urbana los espacios y bosque destinados a cumplir los objetivos de protección urbana, y son:

· “Zona de Protección del Jardín Botánico, ubicada en el Cerro Colorado, con un área de 68 hectáreas, a partir de la Costa a 50 metros sobre el nivel del mar.

· Sector colindante con la Cooperativa de Vivienda La Fragata, al sur de la ciudad, en el Estero Viernes Santo, 22 hectáreas comprometidas mediante escritura pública suscrita ante el Notario Trigésimo del Cantón Guayaquil, el 30 de diciembre de 1987.

· El Bosque del Cerro del Campus de la Escuela Superior Politécnica del Litoral.

· El área delimitada por los esteros Salado, Plano Seco, Aguas Piedras hasta llegar a la línea formada por el radio del área de la veda El Salitral.

· Los terrenos que, superando la costa de 100 metros sobre el nivel del mar, forman parte del Cerro Blanco, Cerro Azul y Cerro Germania.

· El área que comprende el actual botadero de basura ubicado en el sector de San Eduardo, que incorpora al área del Cerro El Paraíso, contemplada en el Decreto promulgado en el Registro Oficial 837 de 18 de mayo de 1992.

· El Vivero Municipal ubicado en el Parque Industrial INMACONSA, en el Km 11,5 de la vía a Daule, con un área aproximada de 30.000 metros cuadrados”
.

Desarrollo de la Normativa ambiental contenida en el Código Municipal del Distrito Metropolitano de Quito

Las principales normas ambientales del Distrito Metropolitano de Quito están contenidas en el Código Municipal. No obstante, el mismo código hace referencia a otras ordenanzas que expide el Distrito Metropolitano:

I. Ordenanzas presupuestarias;

I. La Ordenanza de Zonificación y sus reformas; y, 

I. El Código de Arquitectura y sus reformas.


El Código expresa basar determinadas funciones ambientales contempladas en el Código de Salud en la delegación realizada del Ministro de Salud a favor de la municipalidad
.


Con posterioridad a la expedición del Código, el Ejecutivo delega al Cabildo quiteño, conforme a la Ley de descentralización, importantes potestades forestales y de protección de áreas, para el manejo de las laderas del Pichincha, así como en el control de contaminación de los automotores, a lo que se hace referencia más adelante.


El Código contiene una extensa instrumentación ambiental de aproximadamente unos ciento veinte artículos, que sin embargo son ampliamente excedidos por las disposiciones sobre espectáculos taurinos que, con cerca de ciento cincuenta artículos, es con mucho, la actividad más regulada en el Código Municipal.

Competencias ambientales

Sin perjuicio de lo que dispone la Ley de Régimen Municipal y la Ley de Régimen para el Distrito Metropolitano de Quito, el Código Municipal contempla catorce rubros de funciones, entre los cuales tienen alcance ambiental: c) Planificación y urbanismo; h) Medio ambiente; j) Salud;  m) Uso del suelo y control de construcciones (Art. I.63).

Los grandes campos de la acción municipal en el manejo ambiental son: uso de suelos, normativa y zonificaciones, con una sección dedicada a la “Protección de la Vegetación, Espacios y Elementos Naturales” (Tit. II organización administrativa. Cap I, ramos de la administración y su estructura funcional. Secc. X), al lado de otras más tradicionales del ámbito municipal, como intensificación del uso del suelo, propiedad horizontal, edificaciones, etc.


En  el procedimiento para explotación de canteras, se prescribe como condición para el permiso correspondiente, el cumplimiento de la Ley de Minería y los estudios de impacto ambiental (Art. II.124). Para las edificaciones de industrias, talleres, depósitos y gasolineras se requiere un “certificado de control de la calidad ambiental del Municipio, sobre las soluciones técnicas para evitar la contaminación por residuos sólidos, efluentes líquidos, emisión gaseosa, ruidos y vibración”. Los proyectos hoteleros y turísticos también requieren el certificado de prefactibilidad de emplazamiento de CETUR (I.151).


Se prohibe la publicidad exterior en monumentos históricos o artísticos y espacios naturales protegidos (Art. II.244)

Institucionalidad ambiental

El trabajo del Concejo Cantonal se distribuye entre diez comisiones, siendo una de ellas a de Medio Ambiente, Riesgos Naturales e Higiene. Otra comisión que tendría eventualmente competencia en determinados aspectos del manejo ambiental del cabildo es la de Educación y Cultura (Art. I.1, f) y b).


Las problemática de esta comisión versa sobre “medio ambiente”, “uso de los recursos naturales”, “procesos de contaminación, riesgos naturales y salud”.

Le corresponde estudiar los riesgos naturales y proponer ordenanzas sobre riesgos naturales y regulación de actividades que atenten al medio ambiente o la salud y vigilar su cumplimiento (Art. I.41).


La participación y coordinación con los ciudadanos se establece en la figura de la denuncia pública y en existencia de inspectores honorarios, así como el otorgamiento de la condecoración Manuela Espejo para actividades ecológicas, entre otras; y del premio ISABEL TOBAR GUARDERAS para la mejor obra publicada en el año en los campos de las ciencias sociales, entre los cuales se menciona la Ecología Humana (Libro II, Tit. III, Cap. I y II).
Normativa ambiental del Distrito Metropolitano de Quito

Las principales normas sustantivas ambientales se encuentran en el Tit. V, sobre Medio Ambiente. Este apartado contiene disposiciones sobre desechos y su recolección y los ruidos. Se establecen las prohibiciones, infracciones y sanciones correspondientes, a cargo de los comisarios metropolitanos, pero con atribuciones para la policía municipal, y los ciudadanos, a través de la denuncia y el trabajo de los inspectores honorarios (Cap. I, II y III).
Para prevenir la “contaminación producida por las descargas líquidas industriales y las emisiones hacia la atmósfera”, aplicables a las industrias y comercios que realicen descargas líquidas a la red pública de alcantarillado o a los cursos de agua, se determina la obligación del tratamiento. También controla la contaminación de “emisiones de partículas o gases contaminantes  a la atmósfera a través de fuentes fijas o móviles”, lo que abarca la prohibición de consumir y vender gasolina con plomo.
En la contaminación producida por establecimientos comerciales o industriales, el control de la contaminación se realiza por medio de la técnica del permiso y la suspensión del mismo en caso de incumplimiento de los estándares (II.368 y II.371) y la reubicación del local en caso de reincidencia.

En el tradicional ámbito de la higiene, el Código Municipal se remite a la delegación del Ministro de Salud Pública constante en el Acuerdo Ministerial 11593 del 24 de marzo de 1979.


En algunas actividades de provisión de alimentos se prescribe la adquisición de un permiso sanitario que pueden retirarse en caso de incumplimiento del Código de Salud y de las normas del Instituto Ecuatoriano de Normalización (INEN: normas INEN).

La explotación de canteras se remite al Art. 11 de la Ley de Minería. Están prohibidas las actividades mineras en el patrimonio forestal del Estado, conforme a la Ley Forestal y el Art. 87 de la Ley de Minería, en áreas protegidas. A pesar de que se hace mención solamente al “patrimonio forestal”, se debe entender incluidas en estas restricciones principalmente al patrimonio de áreas protegidas y al bosque y vegetación protectoras. Incluso se pueden contemplar casos determinados en que cabría legalmente determinado tipo de explotación minera al interior del Patrimonio Forestal. También la Ley de Minería determina las condiciones en que es posible la actividad minera en áreas protegidas (II.396 y II.397).


Además del Estudio de Impacto Ambiental y el Plan de Manejo Ambiental, el permiso exige informes favorables de: 1) Consejo Nacional de Recursos Hídricos; cuando la explotación se realice en los lechos o cauces de los ríos,  lagos, lagunas, reservorios o embalses; 2) INECEL, en áreas donde existan centrales eléctricas, hidroeléctricas, torres o líneas principales del Sistema Nacional Interconectado; 3) PETROECUADOR, en los sitios cercanos al poliducto, gasoducto y demás instalaciones petroleras; y, 4) Empresa Metropolitana de Agua Potable y Alcantarillado en áreas cercanas a canales y redes matrices del sistema de agua potable. En el aspecto de la salud se reitera la obligatoriedad de cumplir “las normas de seguridad e higiene minera ambiental, establecidas por el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, el Ministerio de Trabajo, el artículo 66 de la Ley de Minería y el Reglamento de Seguridad y Salud de los Trabajadores y Mejoramiento del Medio Ambiente de Trabajo
.


Finalmente, el Ejecutivo dispone que INEFÁN transfiera al municipio de Quito su competencia para manejar áreas protegidas en la zona de las laderas orientales del Pichincha
.
La normativa nacional y las instituciones del Gobierno Central en su vinculación con las funciones primordiales del municipio

La Ley de Régimen Municipal atribuye al municipio en forma específica, y como uno de sus fines esenciales, la planificación e impulso del desarrollo físico del cantón y sus áreas urbanas y rurales; y, en forma menos específica, procurar el bienestar material de la colectividad y contribuir al fomento y protección de los intereses locales
.

Las funciones primordiales del municipio, que se enumeran en el Art. 15 de la Ley de Régimen Municipal, en once ordinales, prescribe diversos tipos de acción, que se podrían clasificar en los rubros siguientes:

I. Acciones de construcción de Infraestructura física (Funciones 12ª. y 2ª.);

I. Prestación de servicios públicos (Funciones 3ª, 4ª, 9ª y 11ª);

I. Autorizaciones y control (Funciones 5ª, 6ª, 7ª, 8ª); y,

I. Fomento del turismo (Función 10ª).

La Ley también dice que “en forma complementaria y sólo en la medida que lo permitan sus recursos”, el municipio podrá cooperar con otros niveles gubernativos en el desarrollo y mejoramiento de la cultura, la educación y la asistencia social
.

Para efectos de las competencias exclusivas de las municipalidades, la Ley de Descentralización dispone la “transferencia definitiva” por parte de la Función Ejecutiva de “las funciones, atribuciones, responsabilidades y recursos, especialmente financieros materiales y tecnológicos de origen nacional y extranjero, para el cumplimiento de las atribuciones y responsabilidades” en aspectos que hasta la fecha han sido de exclusiva competencia del Gobierno central, o los ha compartido desigualmente con las entidades seccionales. Por lo menos la referencia a “transferencia definitiva” lo deja entender. Esta transferencia se realiza, según esta Ley de Descentralización por medio de la suscripción “obligatoria” de “los convenios respectivos” celebrados entre el Presidente de la República, conjuntamente con los ministros respectivos y los municipios correspondientes –la “obligatoriedad” se condiciona a la solicitud de los municipios “que cuenten con las condiciones para ello” (Art. 12, Ley de Descentralización).


Del análisis de los fines y funciones enumerados se puede deducir que una de las competencias privativas del municipio es la planificación física del cantón. Los planes reguladores de desarrollo físico cantonal y los planes reguladores de desarrollo urbano legalmente aprobados contemplan limitaciones sobre el uso de tierras y normas a la que deben ajustarse las construcciones dentro del cantón; incluso las otras entidades del gobierno regional (consejos provinciales y entidades de desarrollo regional) y las instituciones del gobierno central están obligadas a su observancia. Este ámbito exclusivo del gobierno municipal es con frecuencia irrespetado por las entidades y dependencias del gobierno central. 

En el Distrito Metropolitano de la ciudad capital deberán tomarse en cuenta las dispo​siciones pertinentes de la Ley del Distrito Metropolitano de Quito
. En esta norma, además de las tradicionales funciones sobre "uso y adecuada ocupación del suelo", se dispone que el Distrito Metropolitano "[p]revendrá y controlará cualquier tipo de contaminación del ambiente"
.

Se considera una extensión de las competencias en urbanismo la función atribuible a los municipios de “[c]oadyuvar a la preservación y conservación de los bienes patrimoniales culturales y naturales en coordinación con los organismos competentes y en función de las políticas correspondientes y de acuerdo con la Ley de Patrimonio Cultural” (d).

La Ley de Descentralización amplía considerablemente el campo de planificación y de construcción de infraestructura urbana y rural de los municipios cuando incluye entre las funciones y competencias transferibles definitivamente a estos entes seccionales: “a) Planificar, coordinar, ejecutar y evaluar programas  integrales de salud, nutrición y seguridad alimentaría para  su población, con énfasis en los grupos de mayor riesgo social, garantizando la participación activa de la  comunidad, de las organizaciones de salud formales y  tradicionales, y de otros sectores relacionados”; “h) Planificar, ejecutar y administrar programas de vivienda de interés social urbano marginal y rural, de acuerdo con las políticas nacionales que se dicten al respecto”; y “k) Administrar el catastro rural cantonal con sujeción a las disposiciones legales vigentes”..

Consideración aparte merece la asignación de las atribuciones de ordenamiento del tránsito en la Ley de Descentralización: “g) En coordinación con el respectivo Consejo Provincial de Tránsito, los municipios podrán planificar, regular, supervisar y tomar acciones correctivas, respecto de la calidad de servicio que prestan los medios de transporte público de carácter cantonal e intercantonal, con excepción de las competencias previstas en leyes especiales que se refieren a esta materia. La Policía Nacional ejercerá el control del tránsito vehicular y el transporte terrestre de conformidad con la Ley de Tránsito y Transporte Terrestres y su Reglamento, con la misma excepción antes señalada”.

Se debe analizar si se produce o no una modificación de esta competencia de ordenamiento del tránsito, compartida con la Policía Nacional o la Comisión de Tránsito del Guayas en su caso, con la aplicación de la nueva norma constitucional que dispone que los municipios “podrán planificar, organizar y regular el tránsito y transporte terrestre, en forma directa, por concesión, autorización u otras formas de contratación administrativa, de acuerdo con las necesidades de la comunidad” (Art. 234 de la Constitución, 1998).

La Ley de Descentralización añade a las funciones tradicionales de construcción viaria urbana –principalmente calzadas, aceras y bordillos—una extensa serie de actividades municipalizables a través de los convenios con el Ejecutivo: “b) Construir, dotar, equipar y mantener la infraestructura física de los servicios de atención primaria de salud garantizando la aplicación de las normas de bioseguridad; c) Construir, dotar, equipar y mantener la infraestructura física en los establecimientos educativos en los niveles preescolar, primario y medio; e) Construir, dotar, mantener y equipar instalaciones deportivas, de educación física y de recreación”; “h) Planificar, ejecutar y administrar programas de vivienda de interés social urbano marginal y rural, de acuerdo con las políticas nacionales que se dicten al respecto”; 

“l) Fortalecer la planificación, ejecución, control y evaluación de proyectos y obras de saneamiento básico”; y, “m) Construir, mantener y administrar caminos vecinales al interior de los respectivos cantones”.

Además, el Art. 53 de la Constitución de 1998 crea una nueva carga a la construcción de la infraestructura municipal: “El Estado establecerá medidas que garanticen a las personas con discapacidad, la  utilización de bienes y servicios, especialmente en las áreas de salud, educación, capacitación, inserción laboral y recreación; y medidas que eliminen las barreras de comunicación, así como las urbanísticas, arquitectónicas y de accesibilidad al transporte,  que dificulten su movilización. Los municipios tendrán la obligación de adoptar estas medidas en el ámbito de sus atribuciones y circunscripciones”.

Parece bastante obvio que las acciones de construcción de cierto tipo de infraestructura como la dotación de sistemas de agua potable y alcantarillado y la construcción, mantenimiento, aseo, embellecimiento y reglamentación del uso de caminos, calles, parques, plazas y demás espacios públicos corresponde en forma exclusiva a las municipalidades. Se debe anotar que es frecuente la intervención del Ministerio de Obras Públicas en la construcción y mantenimiento de ciertas vías urbanas, pero esto generalmente se produce cuando ellas son parte de un sistema de carreteras nacionales, aunque hay excepciones de construcción de calzadas en el interior de los pueblos y ciudades. La Ley de Descentralización contempla los siguientes rubros vinculados, como materia descentralizable: “m) Construir, mantener y administrar caminos vecinales al interior de los respectivos cantones”.

En fin, en el ítem de servicios públicos, corresponde al municipio el alumbrado público, aunque en forma creciente tales funciones son asumidas por las empresas eléctricas constituidas como sociedades anónimas con los municipios como socios de INECEL. También es práctica general que el municipio atienda el servicio de mataderos y plazas de mercado, donde comúnmente no interviene el gobierno central (Art. 15, 11ª).

Finalmente, se añaden considerables cargas de administración y control a los municipios en áreas que hasta entonces pertenecían exclusivamente a otras entidades públicas: “f) Controlar, conservar y administrar puertos y muelles fluviales no fronterizos”; “i) Controlar, preservar y defender el medio ambiente. Los municipios exigirán los estudios de impacto ambiental necesarios para la ejecución de las obras de infraestructura que se realicen en su circunscripción territorial”; y, “j) Velar y tomar acción para proteger la inviolabilidad de las áreas naturales delimitadas como de conservación y reserva ecológica”.

En lo que atañe a las otras funciones, es decir los otros servicios públicos y las autorizaciones y controles, se debe entender que las enumeradas en el artículo 15, así como las funciones municipalizables de la Ley de Descentralización a que se ha hecho referencia, no son las únicas que puede llevar a cabo el municipio, y la sola limitación que tiene para intervenir en otras actividades de competencia del Gobierno central, es “que lo permitan sus recursos”
.  Además, dice la ley, de ejercer sus propias funciones, las municipalidades coadyuvarán a la realización de los fines del Estado
. Expresamente manifiesta la Ley de Régimen Municipal:

Art. 16.-

…

En el caso de que alguna de las funciones señaladas en el artículo precedente (Art. 15) corresponda por Ley también a otros organismos, se procurará la debida coordinación de las actividades.

En estas actividades en que hay coincidencia de materias, el ámbito propio de la municipalidad y del Estado se puede determinar en cada caso consultando las normas específicas. Una actividad de particular importancia, que se desarrolla generalmente en el área de influencia urbana es la extracción de materiales para la construcción, sujeta a la Ley de Minería, pero también al ámbito de la normativa municipal. Asimismo, eventualmente, determinadas actividades de explotación de hidrocarburos del área del Golfo de Guayaquil, podrían afectar áreas específicas del desarrollo urbano.

La Normativa Ambiental Hidrocarburífera y Minera en el Contexto Municipal

Las principales normas sobre explotación hidrocarburífera y minera en el Ecuador son la Ley de Hidrocarburos y la Ley de Minería. Desde su expedición, la Ley de Hidrocarburos dispone que en la exploración y aprovechamiento de hidrocarburos debe proteger la "flora, fauna y demás recursos naturales" y evitar "la contaminación de las aguas, de la atmósfera y de las tierras" (Art. 31, s) y t)
. Las reformas de 1982 establecen en forma inequívoca la referencia al medio ambiente, añadiendo en este artículo y estas letras s) y t) el requisito de los "planes, programas y proyectos" y el requisito de rendir garantías para asegurar su cumplimiento
.


Por su parte, la Ley de Minería, expedida en 1991
, es la segunda norma con rango de Ley en el Ecuador que expresamente se refiere por su nombre a los "estudios de impacto ambiental" --la anterior es la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental. La Ley de Minería exige el "informe" previo del Alcalde de la ciudad o centro poblado donde se va a realizar la actividad minera (Art. 11, a). Esto informes, dice la Ley, "contendrán los condicionamientos con los cuales se precautelen los intereses" institucionales. 

Reglamentación ambiental hidrocarburífera

Para el área del Golfo de Guayaquil es particularmente importante el impacto sucesivas explotaciones hidrocarburíferas, que se remontan hasta la época pre-hispánica
, podrían tener eventualmente en las múltiples actividades económicas que se realizan en los espacios costeros y sus ecosistemas, a saber: manglares, pesca, camaroneras, turismo, etc.


La reglamentación ambiental hidrocarburífera, más que una normativa consiste en un instructivo que detalla aspectos técnicos de las actividades de exploración y explotación hidrocarburíferos. A pesar de ocuparse excesivamente en formalidades técnicas, no contiene claras obligaciones sino que en forma ambigua utiliza frases como "otras tecnologías, como …, podrán ser usadas" (Art. 28, m.3.4), "Se minimizará la afectación en zonas de bosque primario …", atribuyendo excesivamente a la Subsecretaría de Protección Ambiental del Ministerio de Energía y Minas y Dirección Nacional de Protección Ambiental, funciones discrecionales en la definición de las acciones adecuadas.

En el tema específico municipal, se incluye la referencia de "efectos en las poblaciones afectadas", al tratar los estudios de impacto ambiental. Pero no requiere someterse a las provisiones de los planes municipales. La razón para descartar el cumplimiento de planes municipales tal vez sea que estos planifican los usos urbanos, pero solo referencialmente ordenan los espacios rurales, donde generalmente se desarrollan las operaciones hidrocarburíferas. En todo caso este Reglamento solo contempla previsiones o indemnizaciones para "el área de la influencia directa de la operación" (Arts. 5 y 6)

A pesar de la competencia exclusiva que se atribuye a la Subsecretaría de Protección Ambiental para "el control y seguimiento … en lo que respecta al componente ambiental", por tratarse de una norma reglamentaria sin sustento en una provisión legal, las demás entidades públicas, incluyendo las municipalidades conservan sus competencias legales. Tampoco tiene valor legal ni práctico la curiosa disposición según la cual esta Subsecretaría deberá elaborar los informes para proceder de acuerdo a la Ley, en caso de incumplimiento. Tales informes, a lo más, se podrían incorporar como elementos auxiliares, pero no podrían sustituir a los informes que elaboren los órganos competentes en ejercicio de sus funciones legales.


Se establecen estándares de ruido para diferentes etapas de la explotación y producción hidrocarburíferas, incluyendo la actividad industrial, que es la que más frecuentemente se desarrolla en la cercanía de las poblaciones, sin referirse a las ordenanzas municipales correspondientes. En todo caso, las ordenanzas son aplicables en su ámbito de aplicación y deberán cumplirse si son más estrictos, aunque discrepen de los estándares establecidos en el reglamento.


Con mayor razón cabe afirmar que las normas reglamentarias no podrían superponerse ni contradecir las ordenanzas, que siempre van a prevalecer en este aspecto, dentro del área urbana, en las reglas para la comercialización (Art. 49). En el mismo sentido, resulta claro que los permisos que otorgue la Subsecretaría de Protección Ambiental del Ministerio de Energía y Minas y la Dirección Nacional de Protección Ambiental, no sustituyen los necesarios permisos para construcción y para funcionamiento de locales y plantas industriales.


El Capítulo X del Reglamento ambiental de las actividades hidrocarburífera, trata los "Estudios Ambientales", en ninguno de los cuales se contempla el análisis de la normativa legal aplicable a las situaciones consideradas y mucho menos de las ordenanzas del cantón o cantones donde se ubique la operación. El análisis del cumplimiento de la normativa legal y de las ordenanzas pertinentes tampoco se considera entre los temas de las auditorías ambientales (Arts. 55 y 56) o en los exámenes especiales ambientales (Art. 57).

Reglamento ambiental para las actividades mineras

El Reglamento ambiental para actividades mineras, en forma apropiada dispone que las normas sobre canteras "se aplicarán, sin perjuicio de las que, mediante ordenanza, establezca la municipalidad en cuya jurisdicción se encuentre la cantera" (Art. 57)
, pero en las demás cuestiones ambientales este Reglamento se abstiene de mencionar el requerimiento legal del informe del Alcalde, previo a la autorización de actividades mineras en los centros poblados, a que se refiere el Art. 10, a) de la Ley de Minería. En la información legal requerida para la evaluación de impactos ambientales y la auditoría ambiental no se incluye dentro del "marco de referencia legal y administrativo ambiental" y la "recopilación de las normas legales ambientales" a la normativa municipal (Anexos 2, 2), b) y 3), d).

En general, en ambos reglamentos ambientales (hidrocarburífero y minero), cuando se mencionan a los habitantes de las áreas de la actividad minera, se lo hace como "pobladores" o como "poblaciones" o "comunidades", pero las normas inapropiadamente carecen de una obligatoriedad de sumar el aporte del cabildo, sea para la aplicación de sus ordenanzas, sea como interlocutor o actor en las diferentes fases de la consulta. Esta carencia se considera un gran vacío de tales normas,  puesto que esta entidad es considerada por la Constitución como la máxima organización política del nivel local.

En este rubro, como en la mayoría de los estudiados, la legislación ecuatoriana ambiental refleja el menoscabo político de los municipios periféricos, lejanos a los tres polos de influencia política en el Ecuador. En esta línea también se inscribe la supresión de los poderes ambientales municipales de la reforma constitucional de 1996, que fueron suprimidos por la Asamblea Nacional Constituyente de 1997-1998. A la fecha, los  cabildos que tienen plenas atribuciones legales para el control ambiental son el distrito metropolitano de Quito y –virtualmente—  el de Guayaquil, asimilándose el municipio de Cuenca a tal status, previa su asociación con otra u otras municipalidades circunvecinas, conforme la reforma al Art. 28 de la Ley de Régimen del Distrito Metropolitano de Quito.

La explotación de canteras en el ámbito de la normativa municipal

La actividad minera con potenciales contaminadores más generalizada en el ámbito municipal es la explotación de canteras.


El tema de las canteras se considera de conflictividad en el ámbito cantonal, lo que se ha manifestado en una sucesión de normas. El aspecto más controvertido es el papel del propietario de la superficie predial ante una concesión minera para materiales de construcción. La norma legal que actualmente prevalece es la contenida en la reforma de la Ley de Desarrollo Agrario. Si bien esta provisión fue impugnada exitosamente con posteridad a la expedición de esta ley, la posterior codificación confirma sobre el particular, el requerimiento de la autorización notarizada del propietario.


Sobre el rol de la municipalidad en la autorización para la explotación de canteras, esta se reconoce en el Art. 11, a) de la Ley de Minería. El Código Municipal del Distrito Metropolitano de Quito de fines de 1997, regula la materia. Pero ni el municipio de Guayaquil ni los municipios circunvecinos cuentan con una Ordenanza reciente sobre la materia
. En todo caso, inciso 3° del Art. 148 de la Ley de Minería dispone que "[l]as municipalidades otorgarán las autorizaciones para la explotación de piedra, ripio y arena".  Todo lo cual concuerda con la atribución de la municipalidad establecida en el numeral 5 del Art. 64 y el Art. 274 de la Ley de Régimen Municipal y especialmente con el Art. 26 de la Ley de Régimen del Distrito Metropolitano de Quito, aplicable al municipio de Guayaquil, previa la Ordenanza respectiva. En cambio, el reglamento ambiental de la actividad minera no se pronuncia sobre este requerimiento.

Otra situación que contempla le ley es que la municipalidad no esté en condiciones de cumplir con algunos de sus cometidos, en que el gobierno nacional podrá suplir la gestión municipal en casos de comprobada paralización y podrá asimismo intervenir en la prestación de un servicio municipal si se demostrare su deficiencia
.

Se encuentran entonces las siguientes posibilidades de delimitación:

a. Ámbito de competencia exclusiva del municipio

zonificación de las tierras del cantón y el control de construcciones, tal como se ordena en los planes reguladores.  Sin embargo, debe tomarse en cuenta lo determinado en la Ley de Zonas Francas y Ley de Parques Industriales.

b. Materias que corresponden en forma exclusiva al municipio, pero sobre las cuales el gobierno central o sus entidades ejercen cierta forma de control

La dotación de sistemas de agua potable y alcantarillado (Ley de Régimen Municipal, Art. 15, 1ª.) y la recolección procesamiento o utilización de residuos (Ley de Régimen Municipal, Art. 15, 3ª), en que las leyes asignaron al extinguido IEOS –ahora una unidad administrativa del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda—  los deberes de elaboración de planes nacionales en coordinación con el CONADE, de establecer normas, de informar sobre los proyectos de estudios y construcción para qué se ciñan a las normas establecidas y en general sobre los proyectos y programas anuales
. Sobre desechos sólidos correspondía al IEOS prestar asesoría técnica y fijar normas obligatorias
;

c. Materias que son comunes al municipio y al Gobierno central y sobre las cuales ellos ejecutan acciones diversas

· Fomento del turismo que hace el municipio (Art. 15, 10ª, Ley de Régimen Municipal) y el que corresponde a la Corporación Ecuatoriana de Turismo (CETUR);

· Control de alimentos (Art. 15, 5ª, Ley de Régimen Municipal y facultades del Ministerio y direcciones provinciales de Salud);

· Autorizaciones para el funcionamiento de locales industriales, comerciales y profesionales (Art. 15, 8ª y leyes diversas sobre actividades industriales, turísticas, comerciales y profesionales);

· Autorización y control de la explotación de canteras (Art. 274 de la Ley de Régimen Municipal y Arts. 11, a) y. 148 de la Ley de Minería y Art. 57 del Reglamento Ambiental para actividades mineras
)

d. Materias que corresponden principalmente al Estado o los particulares, pero que en diferentes épocas han sido asumidas por el municipio. A la presente fecha, se atribuyen nuevamente a los municipios.

· Educación (Ley de Descentralización)

· Transporte urbano (Constitución 1998)

e. Materias de competencia del Gobierno central, transferibles por convenio al Municipio, conforme a la Ley de Descentralización.

f. Materias que corresponden al municipio, pero en que interviene el Gobierno central debido a la paralización o deficiencia de la administración municipal.

Competencias municipales, legislación nacional, instituciones de formulación de políticas y de aplicación y ejecución

En este apartado se reproducen las competencias que el Art. 15 de la Ley de Régimen Municipal atribuye a las municipalidades. Después de la referencia a cada una de estas competencias se citan las normas jurídicas que tratan del tema y las instituciones involucradas, tanto a nivel de definición de políticas como de ejecución.

1ª. Dotación de sistemas de agua potable y alcantarillado.

· Ley de creación de ECAPAG. Empresa Provincial de Agua Potable (ECAPAG) y empresas municipales de agua potable y alcantarillado;

· Ley de Prevención y Control de la Contaminación. Reglamento de la Ley de Prevención y Control de la Contaminación en el Recurso Agua. 

· Ley de Aguas. Consejo Nacional de Recursos Hídricos. para concesión de uso de aguas y requisito de análisis de efluentes.

· Legislación todavía vigente atribuye al Instituto la fijación de normas y estudios sobra sistemas de agua potable y alcantarillado. Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda (Ex-IEOS).

· INEN.- Normas optativas de calidad de agua.

2a. Construcción, mantenimiento aseo, embellecimiento y reglamentación del uso de caminos, calles, parques, plazas y demás espacios públicos.

· Ley de Régimen Provincial –Consejo Provincial

· Ley de Caminos –Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones

· Constitución. Ley de Tránsito y Transporte Terrestre. Municipalidades. –Comisión de Tránsito del Guayas. Consejo Superior de Tránsito

· Ley Forestal y de Conservación de Arcas Naturales y Vida Silvestre. Ministerio de Medio Ambiente. INEFÁN

· Ley de Patrimonio Artístico y Cultural. Ministerio de Educación y Cultura. Instituto de Patrimonio Artístico y Cultural.

· Ley de Turismo. Ministerio de Turismo. CETUR.

· Junta Nacional de la Vivienda (JNV). Banco Ecuatoriano de la Vivienda (BEV)

· Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda (ex-IEOS –actualmente una unidad administrativa)

· Código de Salud. Ministerio de Salud Pública. Comisarías de Salud.

3ª. Recolección, procesamiento o utilización de residuos

· Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda (ex-IEOS)

· Código de Salud. Ministerio de Salud Pública –Comisarías de Salud

· Ley de Modernización. Concesión del servicio de recolección de basura. CONAM.

4ª. Dotación y mantenimiento de alumbrado eléctrico

Ley de Régimen del Sector Eléctrico. INECEL. Empresas eléctricas locales y regionales, con integración de municipios. Concesión a empresas privadas (EMELEC, ELECTROQUIL, etc.)

5ª. Control de alimentos: forma de elaboración, manipuleo y expendio de víveres

· Código de Salud

· Ordenanzas mercados mayoristas

· Normas INEN

· Ley de Defensa del Consumidor. Intendencia y comisarías de Policía y CETUR: control de precios de hoteles y restaurantes.

6ª. Ejercicio de policía de moralidad y costumbres.

Código Penal (Sección Contravenciones de Policía). Intendencias de Policía. Comisarías de Policía. Juzgados penales.

7ª. Control de las construcciones.

· Ley de Propiedad Horizontal. Necesidad de estandarización de normas adaptadas a los diferentes municipios

· Código de Salud. Ministerio de Salud. Comisaría de Salud (normas sobre reparación, clausura y demolición de edificios)

· Código de Policía Marítima y Reglamento. Reglamento de la Actividad Marítima. DIGMER. Capitanías de Puerto. Municipalidades costeras: conflictos con Capitanías de Puerto acerca de construcciones en zonas de playa y bahía.

8ª. Autorización para el funcionamiento de locales industriales, comerciales y profesionales.

· Código de Salud; comisarios de salud; en el control de efluentes tóxicos vertidos sobre cursos navegables de agua;

· Ley de Aguas. Régimen Institucional de los Recursos Hídricos. CNRH, análisis de efluentes.

· Código de Policía Marítima (reforma). DIGMER. Capitanías de Puerto. Control de efluentes líquidos sobre cursos de agua.

· Ley de Turismo. Ley Forestal y de Conservación de Áreas Protegidas y Vida Silvestre.  Ministerio de Turismo. CETUR (Autorización de funcionamiento para hoteles, restaurantes y locales turísticos). INEFÁN. Autorización de funcionamiento de locales turísticos al interior de áreas protegidas.

9ª. Servicio de cementerios

· Código de Salud. Ministerio de Salud. Comisarías de Salud.

· Ordenanza de Autorización para construcción y funcionamiento de cementerios.

10ª. Fomento de Turismo.

· Ley de Turismo. Ministerio de Turismo. CETUR

· Ley de Patrimonio Artístico y Cultural. Ministerio de Educación. Instituto de Patrimonio Artístico y Cultural.

· Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre. Ministerio de Medio Ambiente. INEFÁN.

11ª. Servicios de mataderos y plazas y mercados.

· Presidente de la República (Decretos ejecutivos sobre Ferias libres)

· Servicio de Sanidad Agropecuaria (SESA). MAG

· Código de Salud. Ministerio de Salud. Comisarías de Salud

· Ley de Modernización. Empresas municipales de rastro. Concesión

· Mercados mayoristas.

Cuadro de actividades municipales desde el punto de vista del desarrollo de sus planes de uso de suelos y sus relaciones con las Instituciones del Ejecutivo

USO DEL SUELO

	PLANES MUNICIPALES

Residencial

Comercial

Industrial

Combinado

Areas verdes

Especial

Circulación

Peatonal

Vehicular

Turismo

protección ecológica

protección agrícola

seguridad nacional

depósito de combustibles

reserva urbana

Parques industriales

Zonas francas

Normas y estándares

Construcción

Lotización

Urbanización

Ocupación

Equipamiento mínimo.

Planes Maestros

Infraestructura

Alcantarillado

Agua potable

Energía eléctrica

Vías

Teléfonos

Ornamentación

Telecomunicaciones

Mejoras de suelo

Equipamiento comunitario

Mercados y ferias públicas

Centros de recreación y deporte

Terminales de transporte

            Terrestre

Fluvial

Marítimo

Aéreo

Camal

Educación (construcciones escolares)

Cementerios

Salud

Mejoras de suelo

Obras de protección

Rellenos

Nivelaciones

Renovaciones

Procesos de ocupación

Conflictos de tierras.

Expansión urbana

Lotización

Urbanización

Subdivisión parcelaria

Canteras

Edificación

Demolición

Renovación


	INSTITUCIONES PÚBLICAS

QUE TIENEN COMPETENCIAS

Junta Nacional de la Vivienda (JNV)‑Banco Ecuatoriano de la Vivienda (BEV)

MAG

Consejo Nacional de Tránsito

CETUR

MAG

MAG-IERAC

Ministerio de Defensa

PETROECUADOR-

Ministerio de  Energía y Minas

INDA

MICEIP

MICEIP

Consejo Nacional de Zonas Francas.
Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda (unidad administrativa del Ministerio, que desempeña funciones del extinguido IEOS)

Consejo Nacional de Recursos Hídricos

INECEL, Empresas eléctricas

MOP,

PACIFICTEL S.A., ANDINATEL S.A.,

EMAPA (Azuay)

PACIFICTEL S.A.

ANDINATEL S.A.

DINADER, DINACE

Consejos Provinciales. Consejo Superior de Tránsito. Comisión de Tránsito del Guayas

DIGMER 

DIGMER

Dirección de Aviación Civil (DAC). Comisión para la Concesión de los Aeropuertos de Quito y Guayaquil

Ministerio de Salud

MAG

Dirección Nacional de Construcciones Escolares (DINACE)

Ministerio de Salud-Direcciones de Salud

Ministerio de Salud-Direcciones de Salud

Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social

Instituto Nacional de Desarrollo Agrario (INDA)-Dirección Nacional de Cooperativas Dirección de Desarrollo Campesino –MAG (comunas campesinas)

ECAPAG

Empresas municipales de servicios públicos

DIGMER, INEFÁN, Subsecretaría de Recursos Pesqueros (Zonas de playa, manglares)

Notarías, Registros de la Propiedad

Ministerio de Energía y Minas

Junta Nacional de la Vivienda (JNV)- Banco Ecuatoriano de la Vivienda (BEV)

Ministerio de Salud-Comisarios de Salud




Evolución reciente de la normativa municipal del desarrollo sustentable

Entre 1993 y la presente fecha en el Ecuador se han fortalecido consistentemente las competencias sobre desarrollo sustentable municipales, por lo menos desde el punto de vista legal. Los instrumentos legales para estas modificaciones son: la Ley de Régimen para el Distrito Metropolitano de Quito, la reforma constitucional de 1996, actualmente derogada, la Ley de Descentralización y la Constitución de 1998. En este apartado se analizan los alcances y efectos de esta evolución y consolidación normativa.


La Constitución contempla la creación de distritos metropolitanos y la regulación legal de “cualquier tipo de organización especial” (Art. 238). La Ley del Distrito Metropolitano de Quito de 1993 añade a las competencias municipales establecidas en la Ley de Régimen Municipal: 1. la “competencia exclusiva” de la regulación del uso, ocupación y control del suelo distrital (Art. 2, 1).

Esta Ley reitera la “competencia exclusiva”  sobre el control del destino y aprovechamiento del suelo y aclara que los proyectos de infraestructura de las entidades públicas, incluso aquellos destinados a los servicios públicos, estarán sometidos a la planificación distrital y autorización previa del Distrito Metropolitano (Art. 26, LRDMQ). También es reiterativa la “la competencia exclusiva y privativa” que se otorga para regular y controlar “las construcciones o edificaciones, su estado, utilización y condiciones”; 2. Planificación y regulación del transporte público; 3) Prevención y control de cualquier tipo de contaminación del ambiente; y, 4. “Propiciar la integración y participación de la comunidad”. Esta “participación” alcanza a la “identificación” de las necesidades, “planificación de los proyectos, en su ejecución y en el mantenimiento de las obras o servicios”
.


La provisiones citadas de la Ley de Régimen del Distrito Metropolitano de Quito, que atribuyen competencias determinadas al municipio, coinciden sustancialmente con las funciones adicionales a las establecidas en la Ley de Régimen Municipal, que la reforma constitucional de 1996 –suprimida en la Constitución de 1998—  asignó a los cabildos del país:

a) 
Planificar el desarrollo cantonal;

…
…

c) 
Determinar, en forma exclusiva el uso de los espacios; y el uso y ocupación de las áreas de asentamientos poblacionales y organizar su administración;

d) 
Dictar las normas necesarias para el control, preservación y defensa del medio ambiente, delimitando las áreas de conservación y reserva ecológica,

e) Incentivar el desarrollo comunitario, a través de las organizaciones barriales;

f) Preservar los recursos culturales y promover sus manifestaciones
;

Esta adición a las competencias municipales, más que extender la funciones municipales o municipalizar tareas de gobierno central, lo que hace es precisar y fortalecer atribuciones implícitas y explícitas que se reconocen actualmente a los municipios, constantes en la Ley de Régimen Municipal y que el cabildo quiteño ha ido asumiendo naturalmente a lo largo de los últimos años. En el caso específico de la Ley de Régimen para el Distrito Metropolitano de 1993 y la reforma constitucional de 1996 el fortalecimiento legal se orienta a contener la continua amenaza de la confrontación y pugna con las entidades y dependencias del Gobierno central.

Por alguna razón, la Constitución de 1998 suprime las expresas competencias municipales constantes en las normas citadas de la reforma constitucional de 1996. En cambio, la nueva Carta Suprema introduce la inequívoca opción municipal –que no competencia, puesto que se acentúa en la utilización de la fórmula de: “podrá”—  para “planificar, organizar y regular el tránsito y transporte terrestre, en forma directa, por concesión, autorización u otras formas de contratación administrativa, de acuerdo con las necesidades de la comunidad” (Art. 234).

Pero, a propósito de esta desaparición de asignaciones legales adicionales a los municipios, nótese que en el intervalo entre las reformas constitucionales de 1996 y la consiguiente codificación de 1997 y la Carta Suprema aprobada por la Asamblea Nacional Constituyente, que entró en vigencia el 10 de agosto de 1998, se aprueba la Ley 27 “Ley Especial de Descentralización del Estado y de Participación Social”
, a la que se ha hecho referencia. En esta norma legal se reconocen –se transfieren “definitivamente”— las indicadas funciones, pero no en forma indiscriminada para todas los municipios del país, sino que la transferencia se sujeta a la suscripción de un convenio con el Ejecutivo y siempre que los cabildos respectivos “cuenten con las condiciones para ello”.


En contrapartida, curiosamente, la Ley de Régimen del Distrito Metropolitano, parece restringir la potestad de control y planificación del uso del suelo al entorno urbano exclusivamente. En efecto, al normar el régimen de mancomunidad  extiende el régimen de mancomunidad, en general, “a todo lo relacionado con el aprovechamiento y uso del suelo, aún cuando no se encuentre dentro del límite urbano”. También este subentendido parece reflejarse en los ítems municipables de la Ley de Descentralización: la única vez que se menciona en toda su amplitud el territorio municipal es para la planificación turística –“en el respectivo cantón”. Líneas arriba en este informe, al estudiar el alcance del sistema de planificación establecido en la Ley de Régimen Municipal, se subrayó la potestad municipal en el ordenamiento de la potencial urbanización de todo el cantón y no solamente del área urbana.


Las competencias municipales constantes en la Ley de Régimen del Distrito Metropolitano de Quito y en las reformas constitucionales de 1996 y que suprime la Constitución de 1998, se explicitan de la siguiente manera en la Ley de Descentralización:

Planificación y uso del suelo, incluyendo el deslinde de áreas de “conservación y reserva ecológica”: “proteger la inviolabilidad de las áreas naturales delimitadas como de conservación y reserva ecológica”; “k) Administrar el catastro rural cantonal con sujeción a las disposiciones legales vigentes”; “l) Fortalecer la planificación, ejecución, control y evaluación de proyectos y obras de saneamiento básico”; “n) Planificar, coordinar, ejecutar y evaluar en el respectivo cantón las actividades relacionadas con el turismo”; 

Prevención y control de la contaminación: Controlar, preservar y defender el medio ambiente

Transporte: “planificar, regular, supervisar y tomar acciones correctivas, respecto de la calidad de servicio que prestan los medios de transporte público de carácter cantonal e intercantonal” –en coordinación con el Consejo Provincial.


La reforma constitucional de 1996, añade competencias municipales no contempladas explícitamente en la Ley de Régimen del Distrito Metropolitano de Quito, que no obstante se reconocen en la Ley de Régimen Municipal:



Art. 159.- …



…

b) 
Dotar de la infraestructura, equipamiento y servicios básicos para el desarrollo urbano y rural;

g) Coordinar sus actividades con el Consejo Provincial. (Art. 159).
Estas tareas también se asignan a los municipios posteriormente en la Ley de Descentralización. Así, la Ley de Descentralización introduce la opción municipal de asumir cargas no contempladas con anterioridad, principalmente en el sector de equipamiento: infraestructura física de los servicios de atención primaria de salud; infraestructura física en los establecimientos educativos en los niveles preescolar, primario y medio; instalaciones deportivas, de educación física y de recreación; programas de vivienda de interés social urbano marginal y rural; y administración de puertos y muelles fluviales no fronterizos.

El enfoque mancomunado y consorcial

Finalmente, hay que llamar la atención sobre la posibilidad generalizada de que los municipios pueden asociarse en forma de mancomunidades y consorcios públicos para llevar a cabo sus finalida​des. En el Ecuador, los municipios pueden asociarse entre sí a través de la mancomunidad y también con las demás entidades públicas, a través del consorcio público. Cabe la aplicación de esta figura principalmente para cuestiones que afectan los ámbitos territoriales de más de un municipio, como por ejem​plo el caso de las aguas residuales. El manejo de áreas protegidas locales podría ser otro ejemplo de este tipo de administración mancomunada y consorcial.

Las probables tareas de mancomunidades y consorcios municipales son:

· contratación de técnicos de las varias disciplinas que requiere la planificación y fiscalización.

· procesamiento de información y catastros 

· protección de la flora y fauna

· control de la calidad del medio ambiente

· procesamiento de residuos sólidos (concesión).

· mantenimiento de vallas, placas, carteles, anuncios y otros medios de señalización (concesión).

· Normativa y control de explotación de minas y canteras.

Las ventajas que se conseguirán se desprenden del uso óptimo de los recursos materiales y humanos, posibilitando una acción más amplia y de mejor calidad, con menor costo.

Las “mancomunidades urbanas” de la Ley del Distrito Metropolitano, pueden asumir por convenio las tareas siguientes:

Art. 25.‑ AMBITO DE APLICACION

El Régimen de Mancomunidad Urbana podrá aplicarse especialmente a los siguientes aspectos:

1) Al planeamiento urbano y por consiguiente, a la elaboración, aprobación y ejecución de los planes de desarrollo urbano;

2) A la regulación de régimen del suelo y su uso, inclusive del de propiedad municipal;

3) Al control y fomento del desarrollo urbano y por lo mismo a todo lo relativo a lotizaciones, parcelaciones y cualquier otra forma de fraccionamiento; a la integración en lotes mayores; a la ejecución  de cualquier tipo de edificaciones vías o servicios; y al cambio de uso o destino de terrenos o edificaciones;

4) A la prestación de servicios públicos; y,

5) En general a todo lo relacionado con el aprovechamiento y uso del suelo, aún cuando no se encuentre dentro del límite urbano.

Compárense estos rubros con los que contempla la Ley de Descentralización que cambia el sentido de convenio de comunidad  –equivalente a “consorcio municipal” en la Ley de Régimen para el Distrito Metropolitano de Quito—  para designar “convenio de mancomunidad” a los convenios entre el Ejecutivo y los municipios y consejos provinciales (Art. 14 de la Ley de Descentralización).

Estructura jurídica e institucional

Alternativas institucionales del municipio: la administración directa, la empresa municipal, la concesión, los contratos y convenios, subvenciones, participación en personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro.


La Ley de Régimen Municipal contempla la posibilidad de que el municipio preste sus servicios a través del contrato o la concesión. Las normas correspondientes se encuentran en la Ley de Modernización, pero también se contemplan en el Art. 14 de la Ley de Régimen Municipal.

La normativa ambiental y del desarrollo sustentable en Ecuador

La cuestión del objeto de la investigación ha sido tratado extensamente en otros estudios. Los enfoques descriptivos se han intentado con más o menos fortuna a través de distintas metodologías. Para efectos del presente documento resulta apropiado un enfoque “problemático”, derivado de la acción pública municipal en el contexto del desarrollo sustentable.

El desarrollo de la normativa ambiental supraestatal, que se produce en la Unión Europea, asumiendo competencias locales. La Comunidad Andina ha expedido un número determinado de Decisiones sobre temas ambientales, con preeminencia sobre la legislación nacional. Principal ejemplo es la Decisión sobre Acceso a los Recursos Genéticos, directamente vinculada con el Convenio sobre la Diversidad Biológica.

Por último, la normativa internacional cobra importancia creciente más allá de la pura doctrina, se incrementan los casos de contaminación transfronteriza (derrames en el Cuyabeno, que afectaron Perú; la rotura reciente del oleoducto transecuatoriano, que afecta la costa sur de Colombia), así como las disputas jurisdiccionales transnacionales por daños ambientales (juicio de contaminación de aguas con fungicidas que afectó a las camaroneras del Golfo de Guayaquil; demanda de trabajadores a empresa fabricante de pesticidas nocivos para la salud humana). La reciente interpretación del Congreso sobre los procedimientos en estos casos, define la posibilidad de ventilar en tribunales extranjeros reclamos por daños causados por la contaminación, lo que sin duda beneficia a los perjudicados por acciones nocivas de empresas transnacionales.


Son aspectos casuísticos que requieren de acuerdos interinstitucionales, tendientes a su aplicación por las municipalidades en el Ecuador:

1) La naturaleza multinstitucional del derecho ambiental y el tema del non bis in idem

2) Los problemas ambientales específicos regionales y los que atañen al gobierno central.

3) Cuestiones jurídicas relacionadas con las competencias, las sanciones e imposiciones municipales en materia ambiental. La cuestión penal administrativa es de la más alta importancia en la estructuración de una normativa municipal, en los aspectos de competencias, imposiciones y sanciones.

4) Doctrina del derecho constitucional, administrativo y municipal, Constitución, Ley de Régimen Municipal, Ley de Régimen para el Distrito Metropolitano de Quito, Ley de Modernización del Estado y Ley de Descentralización.

5) Las consecuencias a nivel local y regional de la supranacionalidad del derecho ambiental: los convenios y tratados ambientales, la normativa de la comunidad andina. El tratamiento del tema en la Unión Europea, NAFTA y Mercosur.

4. 
La descentralización del manejo ambiental y las acciones públicas de desarrollo sustentable

Los mecanismos jurídicos de la descentralización

El concepto de descentralización se manifiesta jurídicamente en el traspaso de potestades impositivas y sancionadoras, competencias, a personas jurídicas públicas diferentes de la persona jurídica Estado.


Las clásicas descentralizaciones son la descentralización por funciones y la descentralización territorial. Las entidades y empresas públicas ejercen la descentralización por funciones, sean estas suministro de potencia eléctrica, manejo forestal y áreas protegidas, desarrollo agrario, etc. La descentralización territorial en Ecuador se realiza a los cantones (municipalidades) y las provincias (consejos provinciales). Las llamadas corporaciones regionales de desarrollo están descentralizadas por funciones en un ámbito territorial determinado.


Las declaraciones políticas y constitucionales ecuatorianas históricamente son absolutamente descentralizadoras, incluyendo la Ley de Descentralización y la Constitución Política aprobada por la Asamblea Nacional Constituyente. Pero los mecanismos jurídicos puestos en marcha en estos instrumentos en realidad son de “desconcentración” más que de “descentralización”, en cuanto el planeamiento y financiación del municipio y la región continúan dependiendo de la calificación discrecional del poder central, quien también –independientemente de lo que diga la ley—determina la oportunidad de los desembolsos respectivos.


La Ley de Modernización, anterior a la Ley de Descentralización, abre la vía legal, por el atajo de la delegación legislativa, para la transferencia de la recaudación de los ingresos correspondientes, sin lo cual no se puede dar descentralización. El Art. 7 de la Ley de Modernización autoriza al Presidente de la República para transferir las competencias e ingresos del gobierno central a las corporaciones regionales.

La descentralización municipal

La descentralización no es un concepto novedoso en el derecho público. Los cabildos son una manifestación tradicional del manejo local. No obstante, se ha exagerado el papel que podían haber desempeñado los cabildos en la España medioeval y posteriormente en la América Hispánica. La historia del derecho indiano demuestra que en América las facultades del Cabildo fueron siempre de índole local y restringidas a cuestiones vecinales.

Por otra parte, muchas ocasiones, en la América colonial, las potestades de las audiencias y cabildos fueron sencillamente superpuestas a aquellas de la cabeza del virreinato, con el fin de contrapesar su influencia y consolidar el diluido poder de la metrópoli
.


La potestad municipal, para la efectividad de su gestión, está necesariamente vinculada al financiamiento de sus planes antes que a las competencias asignadas. Así, no puede aplicarse en forma generalizada la descripción de las interacciones de todas las municipales por igual con el gobierno central y del gobierno descentralizado. En efecto la relación de cada municipio con los demás poderes del Estado depende de su mayor o menor solvencia financiera y de la influencia política de cada municipio particular frente al gobierno central y los órganos descentralizados por funciones.

La materia de la descentralización de la gestión ambiental y del desarrollo sustentable

La cuestión de mayor importancia que se debate hoy en las políticas y derecho público es el papel del Gobierno y de las entidades descentralizadas en la gestión pública ambiental y del desarrollo sustentable a nivel regional.


Se considera como antecedente para repartir las competencias en los niveles central, regional y local (municipal) la clase de actividad o tarea a ejecutarse. Así, López  cita los criterios de GArcía de Enterría  que acepta que “la mayoría de los servicios públicos han de organizarse y prestarse a escala territorial mucho más extensa”; mientras que “[e]xiste … la apariencia de que la esfera local ha dejado de ser ya el ámbito adecuado para una efectiva descentralización”, no obstante que se reconoce que el municipio “continúe siendo insustituible como ámbito de un autogobierno primario”
.


El diseño de la planificación ambiental municipal se debe precisar en el contexto de las funciones y planificación regionales. No existen acuerdos políticos suficientes para establecer distintamente las funciones de las corporaciones regionales de desarrollo, consejos provinciales y municipalidades en las políticas ambientales, el manejo de recursos naturales y el desarrollo sustentable.


Cabe entonces hacer un ejercicio para deslindar las diferentes potestades políticas y administrativas ambientales, de recursos naturales y desarrollo sustentable de: 1. El Gobierno central; 2. El gobierno descentralizado por funciones; 3. Las corporaciones regionales de desarrollo; 4. Los consejos provinciales; y, 5. Las municipalidades.

Normativa constitucional

Se puede afirmar que la Constitución Política aprobada por la Asamblea Nacional Constituyente inflige a los municipios una disminución de potestades ambientales, en relación con las amplias y apropiadas tareas fijadas por la reforma constitucional de 1996.


En efecto, la reforma de 1996, expresamente atribuye a “los concejos cantonales”: a) Planificar el desarrollo cantonal; c) Determinar en forma exclusiva el uso de los espacios ; y el uso y ocupación de las áreas de asentamientos poblacionales y organizar su administración; d) dictar las normas necesarias para el control, preservación y defensa del medio ambiente, delimitando las áreas de conservación y reserva ecológica; …”; todo de lo cual ha sido enteramente suprimido en la Constitución Política expedida por la Asamblea Nacional Constituyente.

Por supuesto que se podría afirmar que la expresión constitucional de remitirse a la Ley para determinar las competencias específicas municipales es técnicamente correcta. La Ley podría atribuir a las municipalidades diferentes grados de competencia en temas de gestión pública del manejo sustentable. No obstante, la Ley de Régimen Municipal vigente no contempla esas atribuciones y no es seguro que vaya a ser reformada en el próximo futuro. Por otro lado, la reforma constitucional ya le había otorgado ese mandato de manejo y normativa ambiental.


Pero, en cambio, la Constitución Política aprobada por la Asamblea Nacional además de suprimir la referencia a las potestades ambientales municipales, en forma harto ambigua añade a las funciones legales del consejo provincial la ejecución de obras de alcance provincial en … medio ambiente, riego y manejo de cuencas y microcuencas … exclusivamente en el área rural” (Art. 233, inciso tercero).


Se conserva la competencia municipal para “reservar y controlar áreas para el desarrollo futuro”, que permitan “hacer efectivo el derecho a la vivienda y a la conservación del medio ambiente” (Art. 32).

Ley de Descentralización
La Ley de Descentralización condiciona el traspaso de competencias, sobre todo en la prestación de servicios públicos (Art. 4, f). El ejercicio de potestades ambientales del gobierno central está condicionada a la suscripción de un convenio, donde, evidentemente, el poder central podrá establecer las condiciones, alcances y extensión de las competencias respectivas. Esto es especialmente cierto en la determinación de cuáles municipios y consejos provinciales cuentan “con las condiciones para ello” (Art. 12). Así, el Art. 9 de la Ley de Descentralización determina la transferencia definitiva a los municipios de competencias y recursos para “[c]ontrolar, preservar y defender el medio ambiente”, debiendo en contrapartida exigir los estudios de impacto ambiental en “las obras de infraestructura que se realicen en su circunscripción territorial”. La exigencia del estudio de impacto ambiental establece una superposición con las demás instituciones públicas vinculadas con la construcción de infraestructuras, que también están sujetas al requerimiento del impacto ambiental como: minería, carreteras y caminos, áreas protegidas, exploración y explotación hidrocarburífera, etc.


En general, el enfoque de la Ley de Descentralización es que “el medio ambiente” y su conservación, como tales, son una actividad susceptibles de encargarse a una sola institución, que preferiblemente deba centralizar las funciones y atribuciones públicas existentes.

5. Competencias ambientales y contenido de la política ambiental del municipio en el contexto de la región

Para establecer las competencias municipales en medio ambiente y desarrollo sustentable hay que distinguir los “contenidos materiales” y los procedimientos administrativos para alcanzar las finalidades políticas. Así, las competencias municipales son en su mayoría procedimientos: trámites de autorización y permiso en actividades potencialmente contaminantes; estudios de impacto ambiental; planificación y control del uso de suelos. En el caso del agua potable y alcantarillado estas actividades han apuntado principalmente a la construcción de infraestructura.

Dentro de las tradicionales competencias municipales se encuentran las normas ambientales clásicas de sanidad. Esto se refleja en el día de hoy en las funciones sobre actividades nocivas, peligrosas y contaminantes. Otra competencia clásica municipal, es la de planificación, manejo y control del uso del suelo, incluyendo las construcciones en las playas y riberas.

Categorías relacionadas con el control del uso del suelo son la declaratoria y manejo de áreas protegidas, así como la autorización y control de explotación de canteras en las cercanías de las zonas urbanas.

La figura de las áreas protegidas locales es ampliamente reconocida en la doctrina internacional. La reforma constitucional de 1996 atribuye expresamente a la municipalidad este tipo de zonificación. Tanto esta competencia como todas las demás de índole ambiental se suprimen en la Constitución dictada por la Asamblea Nacional Constituyente de 1998. En esta Norma Suprema, se incluye una frase atribuyendo funciones “ambientales” a los consejos provinciales, sin que se especifique en qué consisten.

Por otra parte, una exclusiva competencia municipal es la del agua potable y del alcantarillado y, como consecuencia, de la normativa y control de los efluentes tanto domésticos como industriales.

Una vez que se realiza este análisis, resulta claro que dentro del ámbito local el municipio se encuentra en ventaja para la implementación de medidas que requieren previsión y estrecho seguimiento. En la actualidad, se reserva a las entidades nacionales la expedición de políticas ambientales de nivel nacional y la determinación de parámetros y estándares ambientales generales a nivel nacional, sin perjuicio de los ajustes que se pueda realizar en las actividades específicas.


Los estándares, parámetros y normativas se pueden manejar a dos niveles en la relación gobierno central-municipios y regiones. Una posibilidad es que el órgano ambiental nacional expida las normas generales que se deban utilizar a nivel nacional, mientras los municipios no dicten otras que las sustituyan. La otra posibilidad es que la autoridad central dicte rangos que las autoridades locales deban ajustar a sus requerimientos. En ningún caso resulta conveniente la expedición de normas, parámetros y estándares demasiado rígidos, que deban usarse indistintamente en todas las actividades y ubicaciones geográficas del país.

La vinculación del municipio con el Ministerio de Salud en el área de saneamiento
Como se menciona líneas arriba, la legislación sanitaria se considera una legislación primaria ambiental. En el Ecuador, esto lo confirma la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental, con un enfoque decididamente “sanitario”. En concordancia con esta concepción, el Comité Interinstitucional de Prevención del Ambiente (llamado comúnmente CIPA) creado en la Ley, estaba presidido hasta fecha reciente por el Ministerio de Salud
, y ejerce la Secretaría Técnica el extinguido Instituto Ecuatoriano de Obras Sanitarias, entidad adscrita a Salud (IEOS), que actualmente es una dependencia del Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda (MIDUVI).


Crespo llama la atención sobre los artículos 14, 202, 203 y 204 del Código de Salud, en los cuales se destacan las relaciones entre las municipalidades y el Ministerio de Salud. Sujeta los cabildos a las políticas generales de salud y al cumplimiento de las provisiones del Código y las ordenanzas y reglamentos municipales a la aprobación del Ministro. Para el efecto contempla la delegación del Ministerio de Salud a las municipalidades para ejecución de actividades prescritas en el Código, sin perjuicio de la supervisión y control de cumplimiento de las obligaciones respectivas. En caso de discrepancia, el Código de Salud concede primacía a la decisión ministerial. Por tales consideraciones, Crespo cuestiona la validez de la Ordenanza 2910 de Quito para la prevención y control de la contaminación producida por las descargas líquidas, industriales y las emisiones hacia la atmósfera, de 1992, actualmente derogada y sustituida por el Código Municipal, Cap. III: “De la prevención y control de la contaminación producida por las descargas líquidas industriales y las emisiones hacia la atmósfera”, del Tit. V, sobre Medio Ambiente (Libro segundo). Tales cuestionamientos a la validez de la normativa municipal del Distrito Metropolitano se han reproducido en un par de informes recientes sobre el tema ambiental municipal, sin tomar en cuenta que cualquier duda que podrían haber suscitado los criterios de Crespo estarían superados por la provisión de la Ley de Régimen del Distrito Metropolitano de Quito, que atribuye al Distrito Metropolitano expresamente la finalidad de prevenir y controlar cualquier tipo de contaminación del ambiente (Art. 2, numeral 3). No obstante, el Código Municipal fija las competencias de la Unidad Administrativa a cargo del área de Medio Ambiente según las normas vigentes “y en virtud de las delegaciones hechas conforme a la ley por las autoridades de salud”. Mas adelante, expresamente cita “las áreas de delegación que constan en el Acuerdo 11593 del 24 de marzo de 1979, del Ministro de Salud Pública”. Por otra parte, con anterioridad a la expedición de la Ley de Régimen del Distrito Metropolitano de Quito, cabía preguntarse si la estrecha apelación de “las ordenanzas y reglamentos de las municipalidades que se relacionan con la salud”, abarca a las normas municipales sobre contaminación por efluentes y emisiones; lo cual se ceñiría a un criterio tradicional del medio ambiente, incompatible con el enfoque contemporáneo sobre el desarrollo sustentable. El Código de Salud sin duda que trata de los efluentes y emisiones, pero en el caso específico de su Art. 203, dice “[l]as ordenanzas que se relacionen con la salud”, y no dice, como podría haberlo hecho, “que se relacionen con los temas de este Código”.  En efecto, la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental (1976) es posterior al Código de Salud (1971) y no establece el requerimiento de la delegación al señalar las competencias del Ministerio de Salud (Art. 10, a). Adicionalmente, la Ley de Régimen Municipal, reformada en 1982, es decir con posterioridad a las dos leyes citadas, dice que “[e]n materia de higiene y asistencia social” deberá coordinar su acción con la autoridad de salud, conforme al Tít. XIV del Código de Salud. Esta competencia del municipio fue todavía más clara durante los dos años de vigencia de la reforma constitucional de 1996, que le dio a los municipios potestades para “[d]ictar las normas necesarias para el control, preservación y defensa del medio ambiente, delimitando las áreas de conservación y reserva ecológica” (Art. 159, d), RO 2, 13 de febrero de 1997). Esta atribución no consta en la Carta Suprema de 1998.


No obstante lo expresado, es indiscutible que la competencia para regular efluentes y emisiones no está claramente atribuida a la municipalidad en forma privativa, por lo que este tema deberá ser parte de los convenios que se celebren conforme a la del los Arts. 9, letra i), y 12 de la Ley de Descentralización.

El control de los efluentes

Independientemente de que se atribuya o no a los municipios la potestad de expedir normativa ambiental, se encuentra dentro de la naturaleza de las funciones municipales la ejecución de tareas de inspección del cumplimiento de las normas de carácter ambiental, sean las propias o sean de otras entidades competentes. Asimismo, cuando la competencia corresponde a la municipalidad, puede ser una competencia municipal propia o puede ser el resultado de convenios con las instituciones públicas determinadas por la legislación. En este sentido debe entenderse la provisión de la Ley de Régimen Municipal ecuatoriano, cuando dice que corresponde al municipio “[v]elar por el fiel cumplimiento de las normas legales sobre saneamiento ambiental y especialmente de las que tienen relación con ruidos, olores desagradables, humo, gases tóxicos, polvo atmosférico, emanaciones y demás factores que pueden afectar la salud y bienestar de la población” (Art. 164, j). Así, para los efluentes –cualquier tipo de efluentes incluyendo de las sentinas de las naves fluviales y marinas— la norma que aplica en forma directa es la reforma al Código de Policía Marítima, además de lo dispuesto en el Código de Salud. En cambio, la disposición del Art. 162, que asigna al municipio funciones “en materia de obras”: “j) limpiar, mejorar y conservar las vías fluviales y los canales de navegación”, parecen más aplicable al tema del drenaje y remoción de escombros –que competen también a la Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral (DIGMER).

Pero resulta clarísima la competencia municipal contenida en la provisión de la Ley de Régimen Municipal, citada líneas arriba, para “velar por el fiel cumplimiento de las normas legales sobre saneamiento ambiental y especialmente de las tienen relación con … emanaciones y demás factores que pueden afectar la salud y bienestar de la población”, donde no importa de qué tipo de normas legales se trata, es decir que el municipio también deberá velar por el cumplimiento de las normas aplicables del Código de Policía Marítima y del Código de Salud. Todo lo cual se complementa con la relación de las potestades exclusivas municipales sobre aguas y desagües de la Ley de Régimen Municipal. En efecto, el municipio regula la conducción y distribución de las aguas y resuelve sobre "las solicitudes de permisos y concesiones para el uso de vías y demás lugares públicos para estos propósitos, dentro de los límites urbanos". Esto incluye servidumbres y permisos para la construcción de desagües de las aguas lluvias y servidas
. Corresponde a los municipios expedir ordenanzas para el uso de ríos y sus playas, quebradas, lechos y taludes por parte de los vecinos del cantón y adjudicar el uso o usufructo de playas de mar, lagos, ríos y lechos de las quebradas y sus taludes, para cualquier negocio o explotación industrial o agrícola; salvo para el caso de ríos o quebradas que conduzcan aguas contaminadas, que solo podrán utilizar para fines agrícolas previo el respectivo permiso de la autoridad de salud. Los municipios podrán hacer concesiones hasta por diez años a favor de empresas de servicios de agua potable y otras
. Así, lo procedente sería interpretar debidamente en una ordenanza la fórmula de la Ley de Régimen Municipal, que dispone que “[e]en caso de que alguna de las funciones señaladas en el artículo precedente (que enumera las funciones de la municipalidad) corresponda por Ley también a otros organismos, se procurará la debida coordinación de las actividades” (Art. 16, segundo inciso).
Estudios de impacto ambiental

El estudio de impacto ambiental (EIA) se ha convertido en la actualidad en el principal instrumento del derecho ambiental para la regulación específica de las actividades particulares de desarrollo. La característica principal de los EIA es que se contraen a la evaluación de una actividad particular, limitada en su ejecución en el tiempo, en una área determinada, aunque indefinida en el lapso de su seguimiento. Por otra parte, en el campo normativo, uno de los más importantes componentes de los EIA son los llamados "planes de manejo", que contienen las acciones necesarias para compensar, mitigar y restaurar el impacto ambiental posible de la obra. En esto se incluye la referencia de las instituciones públicas y normas jurídicas competentes para el cumplimiento de las finalidades del EIA. Si la aplicación del plan de manejo del EIA se incluye en el contrato de obra respectivo, se convierte por este hecho en ley para las partes, de obligatorio cumplimiento legal.

Por eso puede decir Brañes acertadamente que "la EIA (evaluación de impacto ambiental en el derecho mexicano) no sólo es un instrumento para la aplicación de la política ecológica general, sino también un mecanismo para controlar la aplicación de otros instrumentos de la misma política, o si se pudiera decir así, 'un instrumento de instrumentos"
.

La ventaja del esquema del EIA es que no se precisa de la existencia de una legislación previa específica para la actividad considerada. En efecto, en muchos países existe legislación ambiental para actividades específicas y la prevención de su impacto, como en las leyes de minería y de hidrocarburos del Ecuador. Mas, por su naturaleza la normativa ambiental resulta de índole general. En cambio, el EIA puede establecer con todo detalle las normas que se deban aplicar, adaptadas a la particular naturaleza de cada caso específico.

Por esto clasifica De Klemm el EIA como un instrumento de planificación basado en la "actividad", para compararlo con otro instrumento de planificación, que en cambio se basa en el "área", que es la ordenación de usos del suelo, que se estudia en otra parte del presente informe.

El objetivo principal del EIA es informar a la institución gubernamental responsable de la aprobación del proyecto sobre sus consecuencias ambientales previsibles. Así mismo, el EIA es un importante medio que tienen las autoridades de verificar que un proyecto específico cumple con la legislación ambiental aplicable
.

No obstante, el EIA es básicamente un "procedimiento administrativo", constituido por un conjunto determinado de estudios, informes, consultas, recomendaciones y provisiones. Su finalidad es de suministrar información a la autoridad pública ejecutora y a la comunidad sobre los posibles efectos ambientales de una obra, plan, proyecto o programa. La aplicación del plan de manejo correspondiente tiene por objeto prever, prevenir, mitigar, remediar y restaurar los daños ambientales causados por la actividad específica. El impacto ambiental se interpreta en sentido amplio, puesto que incluye los posibles efectos sociales y económicos negativos, así como también los efectos sobre el patrimonio cultural y paisajístico.

El esquema de los EIA varía con las diferentes legislaciones. Pero básicamente tiene tres partes: el diagnóstico, la evaluación cuantitativa y cualitativa del impacto y el plan de manejo. En este último contiene capítulos que a veces se consideran separadamente, como planes de mitigación, de contingencia, etc.

Las diferentes legislaciones suelen establecer el requerimiento de una evaluación sucinta y menos rigurosa para ciertas obras que no presentan mayores riesgos, llamada "declaratoria ambiental" -DIA en la legislación boliviana; manifestación de impacto ambiental, MIA, en México (Art. 3, XVIII LGEEP
. A veces también, la declaratoria ambiental se considera el estudio básico preliminar, que determinará si se debe o no efectuar un estudio completo de impacto ambiental.

Asimismo, últimamente se considera apropiado extender el esquema del estudio de impacto ambiental no solamente a obras específicas, sino también a planes y programas públicos, tal como determina, por ejemplo, el Convenio sobre Diversidad Biológica. En estos casos, no se podrá utilizar el procedimiento propio del EIA, sino que tendrá que adaptarse una forma apropiada de evaluación, sobre la cual todavía no se han desarrollado mayores experiencias
. 


La Ley de Descentralización es el único instrumentos de nivel legal que regula la competencia municipal en estudios de impacto ambiental. La más antigua de las referencias legales sudamericanas al estudio de impacto ambiental se encuentra en la Ley de Prevención y Control de la Contaminación de 1976, que requiere presentar al Ministerio de Salud estudios de impacto ambiental para la instalación de proyectos industriales (Art. 15). Adicionalmente, contemplan el estudio de impacto ambiental la Ley de Hidrocarburos reformada, Ley de Minería, Ley de Modernización y Ley de Régimen del Sector Eléctrico, en sus ámbitos respectivos.


En consecuencia, cabe afirmar que la letra i), segundo inciso de la Ley de Descentralización asigna al Municipio la obligación y las competencias exclusivas para la regulación de los estudios de impacto ambiental para las actividades que se desarrollan al interior del cantón en el ámbito de sus competencias
, cuando no existe una entidad o dependencia que sea encargada por una ley de tales propósitos. En el caso de que se asigne por ley el manejo del procedimiento del EIA a otra institución pública, todavía compete a los municipios “exigir” los estudios de impacto ambiental. El Art. 9, letra i) de la Ley de Descentralización incluye la transferencia de funciones que las leyes citadas más arriba han atribuido a otras entidades y dependencias en el campo de los estudios de impacto ambiental, cuyo ejercicio se puede delegar o ejercer concurrentemente con los municipios y consejos provinciales, conforme el objetivo de esta Ley de Descentralización.

Policía administrativa: permisos, autorizaciones y sanciones

Las actividades normativas y reguladoras relevan de la llamada policía administrativa, que consiste en las potestades atribuidas por la ley al órgano público para prohibir, ordenar, autorizar o sancionar. La principal característica jurídica de estas acciones es que forzosamente tienen su origen en la ley, no siendo posible establecerlas administrativamente. Las potestades normativa y reguladora son de aquellas que la doctrina no considera como susceptibles de delegación a los particulares ni de privatización.

Entre los contenidos de la normativa y la regulación se encuentran la fijación de los objetivos de la política general, ordenamiento de los requisitos para el desarrollo de las actividades, normas genéricas y sectoriales. Estas últimas incluyen: limitaciones y prohibiciones; procedimientos para acceder a la habilitación (concesión, licencia o mera autorización), normas sobre la calidad técnica, sistemas de tarifas y ajustes, en lo procedente; prescripciones sobre procedimientos y control jurisdiccional, incluyendo las audiencias públicas; y el régimen sancionatorio aplicable al supuesto de incumplimiento en caso de licencia o concesión, así como violación de normas regulatorias
. Salvo las sanciones acordadas en forma contractual, para la validez de las demás sanciones se deberán establecer en leyes y no en simples instrumentos administrativos.

La autorización administrativa  en sentido amplio  se considera por la doctrina como una técnica preventiva. Importante mecanismo de regulación son los permisos y autorizaciones, que proceden para usos de bienes públicos y para el funcionamiento de actividades determinadas. Estos instrumentos permiten a la autoridad fijar anticipadamente las condiciones en que los particulares deberán desempeñar sus actividades. La doctrina suele distinguir entre autorización ‑en sentido restringido‑ y permiso. La autorización supone un derecho pre-existente que puede ejercerse subordinado a las condiciones establecidas en las leyes y reglamentos. El permiso, en cambio "se trata siempre del otorgamiento de un derecho nuevo al particular, que configura una excepción a una prohibición impuesta por una norma de policía en forma preventiva”
.

De La Cuétara destaca que el sometimiento a la autorización es siempre una técnica preventiva, a diferencia de las órdenes y prohibiciones:

El control de la iniciativa privada más eficaz, es el que impide causar efectos dañinos a la colectividad antes de que estos efectos hagan su aparición; pues bien, sobre la base de que en determinadas actividades la posibilidad de interaccionar con la esfera colectiva es muy intensa, el ordenamiento establece un control previo de su realización, control que sitúa en manos de la Administracíón Pública, al imponer el requisito de la autorización"
.

La concesión y la licencia a diferencia de las autorizaciones, implican la transferencia de atribuciones o deberes propios de la administración a los particulares.

Típica acción reguladora es la fijación de normas técnicas y de estándares que atribuye la Ley de Prevención y Control de la Contaminación Ambiental al Comité Interinstitucional de Protección del Ambiente (CIPA), de expedir, mediante acuerdo, las correspondientes normas técnicas y regulaciones, a base de los proyectos presentados por los organismos pertinentes (Art. 6, c). En ocasiones, las normas técnicas, como el caso de los estándares, requieren más de una entidad que se ocupe de ellas, por sus diferencias de especialización. Así, por ejemplo, a más de los estándares sobre la calidad del agua dictados por el Ministro de Salud en representación del Comité lnterinstitucional de Protección del Ambiente, el reglamento ambiental de hidrocarburos y las normas ambientales de la minería, podrían haber requerido estándares específicos para las actividades nombradas
.

A falta de determinar en forma expresa el contenido de estas autorizaciones y permisos, que varían según los diferentes sectores descritos, la Ley debe regular el contenido y los requisitos de las autorizaciones y permisos y las condiciones de su cumplimiento, incluyendo la supervigilancia y la aplicación de las sanciones correspondientes.

La potestad municipal para establecer por sí misma sanciones través de ordenanzas –multas, pero especialmente la suspensión de los permisos y autorizaciones respectivos—  permite obviar la ardua discusión acerca de si será posible o no delegar la potestad legal sancionadora de las entidades públicas a los municipios en los convenios de transferencia de funciones a que se refieren los Arts. 9 y 12 de la Ley de Descentralización.

En la doctrina administrativa española, la técnica de las licencias de actividades clasificadas es "mucho más clásica en manos de la administración ambiental"
. Ella se aplica a por medio del Reglamento denominado "Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas". Según Oliván,

Se consideran molestas las actividades que constituyan una incomodidad por los ruidos o vibraciones que produzcan, o por los humos, gases, olores, nieblas, polvos en suspensión o sustancias que eliminen. Las actividades insalubres son las que afectan potencialmente a la salud humana, mientras que las nocivas se refieren a la causación de daños a la riqueza forestal, pecuaria o piscícola. Finalmente, entre las actividades peligrosas, se encuentran la fabricación, manipulación, expedición o almacenaje de productos susceptibles de originar riesgos graves por explosiones, combustiones, radiaciones, etc.
.

En doctrina, las autorizaciones contemplan los siguientes componentes, según resulte procedente:

1. Condiciones para que el permiso sea necesario: cantidades mínimas, uso previsto y otros que se consideren procedentes.

2. Referencia a la normativa interna institucional donde se haya incluido la actividad respectiva.

3. Niveles de inmisión
 y emisión.

4. Aprobación de planos de construcción y ubicación en la zonificación respectiva, para el caso de autorizaciones solicitadas por municipalidades.

5. Referencia de inspecciones, información pública y notificación a los vecinos inmediatos.

6. Medidas de manejo: transporte, mitigación, restauración, remediación, etc., contempladas. Fianzas e indemnizaciones que correspondan en los diferentes casos.

7. Sanciones acordadas.

8. Informes periódicos que correspondan y su contenido.

Resulta obvio que las autorizaciones, permisos, licencias y concesiones correspondientes no tendrán que contener necesariamente todos los componentes descritos.

Tampoco se debería requerir aprobación expresa de los documentos presentados. Cabe aplicar el principio del silencio administrativo favorable en quince días a partir de la presentación de la documentación respectiva. Dentro de este término de quince días el municipio podrá solicitar por una vez las aclaraciones, modificaciones y correctivos correspondiente
.

Participación social
La Ley de Descentralización también contempla la participación social de los comités barriales, federaciones barriales y juntas parroquiales en el apoyo a las municipalidades en las tareas de planificación, evaluación, control y gestión de las actividades municipales. Se plantea la posibilidad de celebrar contratos comunitarios para la realización de proyectos y obras de desarrollo comunitario (Art. 44).

A diferencia del derecho a la información, la participación ciudadana se encuentra menos elaborada en la legislación comparada. La doctrina administrativa, por otra parte, ha avanzado suficientemente sobre las condiciones y efectos jurídicos de esta participación.

La participación popular se menciona en la Declaración de Estocolmo de 1972. Sus principios 4 y 19 evocan los medios del público para ejercer con pleno conocimiento de causa su responsabilidad frente al medio ambiente
. Se puede establecer como antecedente próximo de este derecho al Estatuto Mundial de la Naturaleza, de 1982, cuyo Principio 23 definió el contenido de la participación individual:

Todas las personas, de acuerdo con su legislación nacional, tendrán la oportunidad de participar, individualmente o con otras, en la formulación de decisiones que tengan implicación directa en el medio ambiente y tendrán acceso a los medios de corrección cuando su medio ambiente haya sufrido daño o degradación.

La Declaración de Río de 1992, citada líneas arriba, enfatiza la participación de diferentes componentes de la población como las mujeres (Principio 20), los jóvenes (Principio 21), las poblaciones indígenas y sus comunidades (Principio 22).

En las relaciones bilaterales internacionales, el principio de la participación se determina con un procedimiento específico. Kiss y Shelton citan un importante ejemplo reciente, que es el Acuerdo Canadá-Estados Unidos de 1991 sobre Calidad del Aire, celebrado en Ottawa. Este Acuerdo establece una Comisión Conjunta y dispone el siguiente procedimiento: 1. invitación al público para hacer comentarios sobre informes a través de audiencias públicas; 2. presentación a las Partes de una síntesis de las observaciones; y, 3. publicación de la síntesis para conocimiento de los ciudadanos
.

En derecho ambiental, la participación de los ciudadanos y de las comunidades locales e indígenas está definitivamente integrada en la normativa sobre Estudios de Impacto Ambiental. El Convenio sobre la Diversidad Biológica, con fuerza legal en el Ecuador, dispone como obligación de las Partes (Art. 14):

Establecerá procedimientos apropiados por los que se exija la evaluación del impacto ambiental de sus proyectos propuestos que puedan tener efectos adversos importantes para la diversidad biológica con miras a evitar o reducir al mínimo esos efectos y, cuando proceda, permitirá la participación del público en esos procedimientos;

Más allá de las declaratorias, se requiere acudir al Derecho Público para la determinación de las opciones jurídicas en los mecanismos de consulta. Estos mecanismos son parte integrante del procedimiento administrativo clásico. Originalmente se desarrollan las consultas al interior de la Administración Pública entre diversas dependencias o entidades, incluyendo los organismos de control. Últimamente, se extienden estos procedimientos a la participación y la consulta ciudadana.

El derecho de los particulares a estar informados de los antecedentes y razonamientos de la autoridad en la toma de sus decisiones se manifiesta principalmente en el llamado principio de la "motivación". Este principio se encuentra prescrito en la Ley de Modernización, que dispone:

Art. 31.- Motivación.- Todos los actos emanados de los órganos del Estado, deberán ser motivados. La motivación debe indicar los presupuestos de hecho y las razones jurídicas que han determinado la decisión del órgano, en relación con los resultados del procedimiento previo. ...

La consulta se sustenta en la base doctrinal del llamado "procedimiento contradictorio". Según Picard el procedimiento contradictorio "está destinada a informar a una persona que la Administración Pública se prepara a tomar una decisión susceptible de perjudicar a sus propios intereses y ponerla en estado de defenderse o de hacer conocer su posición propia"
.

El procedimiento consultivo mismo tiene por objeto hacer conocer a la Administración Pública el punto de vista de terceros. Picard distingue tradicionalmente tres clases de consulta: facultativa, obligatoria y obligatoria con opinión favorable.

El principio general es que una consulta jamás puede ser obligatoria sin un texto que la prescriba, lo que no obsta al órgano público a proceder a tomar la iniciativa en forma voluntaria. En este caso, la autoridad no se puede considerar obligada por los criterios recibidos. Para la obligatoriedad de obtener la consulta basta una norma reglamentaria, pero obviamente puede haber sido fijada también en una ley o en la misma Constitución.

En general, para temas ambientales la participación popular deberá estar precedida de información suficiente, que permita a las partes interesadas tener un conocimiento más extenso que la simple presentación verbal. En vista de la posible manifestación de criterios discrepantes e incluso contradictorios entre sí durante las audiencias públicas, no podría ser obligatoria la introducción de todos los criterios que se expresen. De modo que el cumplimiento del requisito de la participación popular se manifiesta a nivel legal con la existencia de la "motivación" previa a la expedición del acto administrativo aprobatorio. En esta motivación se deberán mencionar los criterios expresados por los particulares durante la audiencia correspondiente. La autoridad examinará los criterios expuestos y deberá explicar las razones para descartarlos o adoptarlos total o parcialmente. Asimismo, deberá adjuntar al expediente los documentos pertinentes presentados por los particulares durante y con anterioridad a la audiencia. De esta manera se deberán considerar cumplidas las provisiones constantes en la Constitución
 y en los Arts. 37, 40 y especialmente 43 de la Ley de Descentralización, que trata de “la consulta municipal y provincial”

6. Diseño e implementación de políticas ambientales municipales

Diseño de políticas ambientales municipales

Conforme las discusiones con la contraparte municipal y con la asistencia de autoridades del gobierno central y descentralizado por funciones, municipios vecinos, Consejo Provincial del Guayas y representantes de la sociedad civil, se ajustarán materias ambientales, de recursos naturales y desarrollo sustentable en cuatro categorías: 1. manejo municipal exclusivo del Municipio de Guayaquil y exclusivo de los municipios vecinos; 2. Manejo consorcial del Municipio de Guayaquil con municipios vecinos y con el Consejo Provincial del Guayas; 3. Manejo consorcial de diferentes municipios vecinos entre sí; 4. Manejo asignado al gobierno central y sus entidades públicas.

Los temas centrales son aquellos en los cuales existe normativa constitucional y legal expresa en el Ecuador, así como consenso doctrinal en el derecho comparado.

Implementación de políticas ambientales municipales

Conforme lo desarrollado en el presente informe el municipio tendrá que determinar:

a) Materias de intervención municipal

1. Cuáles son las materias que asumirá, además de aquellas que le competen en forma exclusiva: planificación y control del uso de suelos del cantón, urbanismo efluentes (industriales y domésticos, lo que incluye el alcantarillado para las aguas servidas y las aguas pluviales), saneamiento ambiental, incluyendo manejo de desechos sólidos; vinculación con los órganos de la participación social local y comunitaria, especialmente (comités barriales, federaciones barriales, juntas parroquiales, organizaciones no gubernamentales, empresas y ciudadanos). Pero en este rubro de las competencias exclusivas municipales, lo más importante es el conformación legal de los mecanismos preventivos del permiso y la autorización, por medio de ordenanzas. 

2. La Ley de Descentralización introduce un conjunto de cuestiones, de competencia nacional exclusiva o municipal-nacional conjunta, que son susceptibles de acotarse en forma definitiva en el Convenio para Transferencia de Funciones, es decir irreversiblemente y en forma obligatoria
. Enumeración y análisis de los problemas y cuestiones:

· Estudios de Impacto Ambiental en la ejecución de las obras de infraestructura que se realicen en su circunscripción. Es un tema susceptible de ser transferido a los municipios del área de influencia de Guayaquil. También puede estudiarse la transferencia de esta potestad y otras –como el manejo de áreas protegidas—  a un consorcio público o “mancomunidad” de estos municipios.

· Ordenamiento del tránsito, que tendrá que estudiarse a la luz de la dinámica política Municipio de Guayaquil - Comisión de Tránsito del Guayas, donde las problemática política es absolutamente diferente que el que enfrenta al Distrito Metropolitano con la Policía de Tránsito.

· Areas protegidas urbanas y suburbanas. La transferencia de competencias se debe complementar con la delegación para la declaratoria de áreas protegidas determinadas y  su administración, manejo y operación, lo que debe abarcar la posibilidad de encargar su manejo a organizaciones particulares.

· Patrimonio cultural, cuya regulación y custodia ha sido de tradicional competencia municipal, pero que requiere contar con el apoyo y asesoramiento del Instituto de Patrimonio Cultural en algunos aspectos –normativa y regulación— pero que también deberá transferir definitivamente al municipio de Guayaquil la competencia para efectuar declaratorias que tengan los efectos previstos en la Ley de Patrimonio Cultural.
· Canteras y materiales de construcción (con Ministerio de Energía y Minas y de Obras Públicas).

· Otorgamiento de personalidad jurídica, con la consiguiente aprobación de estatutos a los órganos de la participación comunitaria (Comités barriales, federaciones barriales y juntas parroquiales). Facilitación del aporte de estos órganos, con la aprobación de modelos estatutarios optativos.

Por supuesto que es una prerrogativa municipal, especialmente en el caso de los municipios del área de influencia de Guayaquil, el desglosar las competencias y actividades que, a pesar de contemplarse en el Art. 9 de la Ley de Descentralización, no consideran oportuno asumir en forma directa por el momento, principalmente por razones administrativas, de personal y presupuestarias. Estas materias podrían incluirse entre aquellas que se pueden afrontar a través de los consorcios y convenios de mancomunidad.

3. Los temas “residuales” y aquellos que comparte o puede compartir con otras instituciones públicas:

Calidad de agua Control de efluentes en determinados cursos de agua –especialmente en el río Guayas, donde puede recibir un importante apoyo de la Dirección Nacional de la Marina Mercante y del Litoral  (DIGMER);

Estudios de impacto ambiental, en los aspectos de infraestructura que, no obstante lo determinado en la Ley de Descentralización, son atribuidos en forma expresa por otras leyes (Ley de Prevención y Control de la Contaminación, Ley de Hidrocarburos, Ley Forestal y de Conservación de Áreas Protegidas y Vida Silvestre, Ley de Minería, Ley de Modernización, Ley de Régimen del Sector Eléctrico, Ley de Promoción y Garantía de las Inversiones), actividades en las cuales el municipio exigirá el estudio de impacto ambiental aprobado por la entidad o dependencia respectiva. Deberá aclararse suficientemente el ámbito del control y aplicación de las sanciones previstas en caso de que el plan de manejo ambiental del EIA se aplique contractualmente –en el contrato de ejecución de obra se incluyen cláusulas que consideran parte del cumplimiento contractual la implementación obligatoria de las recomendaciones del plan de manejo.

Muelles fluviales municipales: Ley de Descentralización. Art. 9: “f) Controlar, conservar y administrar puertos y muelles fluviales no fronterizos”; donde se deberán también llegar a acuerdos con DIGMER, incluyendo la cuestión ambiental y de estudios de impacto ambiental para la construcción de infraestructura portuaria. Es un tema que afecta a Guayaquil y los municipios cercanos a Guayaquil, donde existe un denso tráfico fluvial

Regulación industrial en cuestiones distintas de los efluentes industriales
;

Regulación turística y control de cumplimiento de la Ley de Régimen Municipal y la Ley de Turismo (CETUR) –los permisos que otorgue CETUR para el funcionamiento de restaurantes y locales turísticos deberán exigir el cumplimiento de las normas municipales respectivas (zonificación, construcción, higiene, etc.);

Ambiente laboral (condiciones de las construcciones de infraestructura pública y privada –Ministerio de Trabajo e IESS) –los permisos municipales para construcciones y explotación de materiales de construcción deberá certificar el cumplimiento de las normas de ambiente laboral.

b) Mecanismos

El modo de gestión de estos temas residuales y compartidos se puede dar en coordinación con:

1) Otras entidades públicas y organismos del régimen seccional autónomo –a  través de la figura del consorcio y de los convenios de mancomunidad, principalmente, pero sin descartar otras alternativas organizacionales;

2) con las entidades del régimen descentralizado funcional; y, por medio de figuras administrativas a la ciudadanía, incluyendo el sector privado (subvención, concesión, permiso, autorización, “contratación comunitaria”
, etc.);

3) participación social: la Ordenanza describirá las formalidades para concretar los insumos ciudadanos en los planes, programas, proyectos y presupuestos municipales.

c) Instrumentos jurídicos

1) Expedición de nuevas ordenanzas y revisión de ordenanzas existentes en concordancia con nuevas políticas.

2) Términos de referencia y diseño de planes, proyectos y programas municipales, aprobados por el Concejo Cantonal. El concejo cantonal deberá aprobar lineamientos ambientales a los cuales se deberán someter los planes, proyectos, programas, ordenanzas y reglamentos para su aprobación. Cabría considerar la revisión de las los planes, proyectos, programas y ordenanzas existentes para concordarlos con nuevas políticas.

3) Se requiere que la Ordenanza ambiental identifique las cuestiones de desarrollo sustentable sujetas a permisos y autorizaciones y diseño del procedimiento en cada una de aquellas cuestiones –lo que se deberá formalizar en una ordenanza de procedimientos, seguimiento, control y sanción de permisos y autorizaciones.

4) Contratos y convenios modelos con los órganos de la participación social y comunitaria.

5) Proyecto de convenio o convenios que se propongan al Ejecutivo, para la asunción de competencias ambientales exclusivas en los temas de:

A) Adaptación de estándares nacionales a requerimientos locales y expedición de estándares locales cuando no existan a nivel nacional, declaratoria, manejo y control áreas protegidas consorciales, transferencia de imposiciones y sanciones ambientales al municipio. Posibilidad de manejo y operación con entidades privadas a través de figuras de derecho administrativo y derecho civil; y,

B) Acuerdo para el ejercicio de competencias compartidas con dependencias del gobierno y entidades públicas en los temas de: control y calidad de aguas, incluyendo riego y efluentes domésticos e industriales.

2) Conforme lo determinado en los planes, proyectos y programas, asignación de áreas de manejo y operación a entidades privadas, a través de figuras de derecho administrativo, civil y societario, según lo autoriza la Constitución vigente, el Art. 14 de la Ley de Régimen Municipal y la Ley de Modernización.

Infofinal MunGuayaquil Dic98

7. Anexo. Bibliografía citada

Carrera de la Torre, Luis y otros. Desarrollo y Problemática Ambiental del Golfo de Guayaquil. CAAM. Quito, 1996.

Cassagne, Juan Carlos. La Intervención Administrativa. Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1994.

Chang Loquí, Letty. Régimen Urbanístico Municipal del cantón Guayaquil. Guayaquil, 1998.

Colombia. Constitución colombiana. 

Cordero Vega, Luis Alberto. Institucionalidad Ambiental en el Derecho Chileno. ConoSur. Santiago, 1996.
Crespo Plaza, Ricardo. Legislación Ambiental Comentada. Instituto de Capacitación Municipal. Quito, 1993
De la Cuétara, Juan Miguel. La Actividad de la Administración. Tecnos. Madrid, 1983.

De Klemm. Biological Diversity Conservation and the Law. IUCN. Gland, 1993.
Dromi, José Roberto y Eduardo Menem. La Constitución Reformada. Ediciones Ciudad Argentina. Buenos Aires, 1994.

Kiss y Shelton.  International Environmental Law. (1994 supplement). Transnational Publishers. New York, 1994.

España. Ley 7/1985.

Espey Houston & Associates –COPADE. Guayaquil, 1997.
Haring, C.H. The Spanish Empire in America. Harcourt, Brace & World. Nueva York, 1963.
 López Bustos, Francisco Luis. La organización administrativa del medio ambiente. Civitas. Madrid, 1992.

López-Nieto, Francisco. Manual de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas. Tecnos. Madrid, 1984.
Machado, Paulo Affonso Leme. Direito Ambiental Brasileiro. 4ª Edição revista e ampliada. Malheiros Editores. São Paulo, 1992.

Oliván del Cacho, Javier. Ordenación del Territorio, Urbanismo, Vivienda y Medio Ambiente. Parte Cuarta en José Bermejo Vera y otros. Derecho Administrativo Especial. Civitas. Madrid, 

Phelan, John L. El Reino de Quito en el siglo XVII. Banco Central del Ecuador. Quito, 1995. 

Picard, Etienne. Profesor de la Universidad Panthéon-Sorbonne. Exposición en Quito, organizada por Corporación ESTADE. Septiembre de 1993.

Pérez, Efraín. Manual de Derecho Ambiental y de los Recursos Naturales.. Guayaquil, 1995.
____________. Diseño y Ejecución de Políticas Públicas de Desarrollo Sustentable. CONADE-BID. Quito, 1997.
____________ y otros. Propuesta de Fortalecimiento de los Municipios y Coordinación con el Ejecutivo: Antecedentes Jurídicos y Financieros. GTZ-BIRF-BID-BEDE. Quito, 1989.

Perú. Decreto Legislativo 613. Promulgan el Código del Medio Ambiente y los Recursos Naturales. El Peruano. Diario Oficial del 8 de septiembre de 1990.
Prieur, Michel. Droit  de l'environnement. 2e éd. Dalloz. París, 1991
Ramírez Rebolledo, Guillermo. Legislación Ambiental en los Países del Convenio Andrés Bello. SECAB. Bogotá, 1990.

NOTAS:

Competencias municipales en las constituciones y las leyes de medio ambienteTC \l3 "Competencias municipales en las constituciones y las leyes de medio ambiente
En el derecho comparado hay que distinguir los enfoques de países Latino Americanos con régimen federal –básicamente México, Brasil, Venezuela y Argentina. De hecho en cualquiera de ellos, los estados o provincias tienen mucho menos autonomía que lo que la doctrina constitucional atribuye al régimen federal.

La distribución de las competencias ambientales entre el Gobierno central, sus entidades y las llamadas entidades territoriales tiene énfasis diferente en los distintos países. Mas, la tendencia es la descentralización cada vez mayor de atribuciones ambientales a los regímenes administrativos locales y regionales. Así, no es una coincidencia que la Constitución más recientemente reformada, que es la ecuatoriana, sea la que mayores funciones ambientales contempla para las municipalidades.

Por otro lado, dentro de la estructura política administrativa colombiana las corporaciones regionales han incrementando sus competencias. La Ley 99, que crea el Ministerio del Medio Ambiente, asigna un destacado papel a las "corporaciones autónomas regionales" dentro del Sistema Nacional Ambiental". En Colombia, "[s]on entidades territoriales los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios indígenas". Todas ellas "gozan de autonomía para la gestión de sus intereses". En este país, las "provincias se constituyen con municipios o territorios indígenas circunvecinos, pertenecientes a un mismo departamento"
. Perú cuenta con Regiones, Departamentos, Provincias y Distritos. "Las Regiones se constituyen por iniciativa y mandato de las poblaciones pertenecientes a uno o más departamentos colindantes
." En Chile, el territorio se divide en regiones y éstas en provincias. Para efectos de la administración local, las provincias se dividen en comunas
.

La distribución de competencias entre "la nación y las entidades territoriales" se atribuye a la "ley orgánica de ordenamiento territorial", en la Constitución colombiana
. Como principio general la Carta Suprema colombiana dispone que "[l]as competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley". Se autoriza a los "departamentos" y municipalidades fronterizos la coordinación e integración con los la entidad territorial del país vecino en "la preservación del ambiente".

También dispone la Constitución colombiana respecto de los "departamentos" que "la ley podrá establecer ...diversas capacidades y competencias de gestión administrativa y fiscal distintas de las señaladas ... en la Constitución, en atención a la necesidad de mejorar la administración pública o la prestación de servicios públicos de acuerdo con ...(sus) circunstancias ... ecológicas."

Se atribuye específicamente a las municipalidades la potestad de "[d]ictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y cultural del municipio".

La planificación del desarrollo cantonal y uso de suelos ha sido tradicionalmente un papel asignado a las municipalidades, en los países sudamericanos. Las reformas constitucionales confirman esta potestad y con frecuencia la refuerzan, como en el caso del Ecuador. Se atribuye a las municipalidades colombianas "[r]eglamentar el uso del suelo"
, "[p]lanificar el desarrollo urbano y rural", etc.

En Argentina, Dromi distingue las competencias de índole general correspondientes a la Nación argentina, mientras que las provincias "conservan las competencias necesarias para complementar la legislación sustantiva nacional sin que se alteren las jurisdicciones locales." Según este autor, la Constitución argentina "[p]one límite a una disgregación excesiva en los criterios de protección, evitando que las provincias -en ejercicio de su autonomía- puedan dictar legislaciones ambientales muy distintas, y que aquello que es daño ambiental, con obligación de recomponer, en alguna de ellas, no lo sea en otras."

El texto de la Constitución argentina reformada dice, en lo pertinente:

Art. 41.-
...

Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales.

La Ley española "Reguladora de las Bases de Régimen Local" establece competencias de los municipios en materia de "[p]rotección del medio ambiente"
.

Principios generales para la regulación ambiental municipalTC \l3 "Principios generales para la regulación ambiental municipal
En general, la legislación de medio ambiente se ocupa más de la desconcentración del manejo ambiental. Se entiende la desconcentración como el establecimiento de oficinas regionales, dependientes del órgano ambiental central, con mayor o menor amplitud de delegación para la toma de decisiones y la aplicación de sanciones.

En Ecuador, la norma de creación del sistema institucional de aguas, atribuye a las corporaciones regionales de desarrollo competencias en el control de la calidad del agua, que estas no han llegado todavía a asumir.

Machado se pregunta si en Brasil tienen competencia los municipios para legislar sobre el tema ambiental. En todo caso, resulta claro que la Constitución Federal de 1988, dispone que "[e]s competencia común de la Unión, de los estados, del distrito federal y los municipios: VI- proteger el medio ambiente y combatir la polución en cualquiera de sus formas"
.

En el derecho ambiental es especialmente cierta la constatación de López Bustos, según el cual "se aprecia una contradicción entre las declaraciones de los textos legales y la realidad, marcada por la proliferación de vías de penetración del Estado en las competencias de los entes locales". Esto se ha conjugado por todas partes con la "escasa capacidad de gestión de los entes locales", consecuencia de la absorción de las rentas por parte del Gobierno central.

Sin embargo, lo que dice López Bustos sobre España, resulta aplicable también a los países latinoamericanos, cuando afirma que "[n]o obstante, a los Ayuntamientos les han estado siempre atribuidas ex lege funciones de cierto carácter ambiental consistentes en limpieza viaria, saneamiento del medio, determinación de la ubicación correcta de los cementerios, sometimiento a autorización de los talleres y fábricas que produzcan gases o emanaciones insalubres, así como los que viertan aguas o residuos que impurifiquen las corrientes de aguas, control de las condiciones sanitarias de los establecimientos, etc., funciones que hacen referencia directa al saneamiento e higiene y materias que forman parte de lo que hoy denominamos medio ambiente urbano
". Según Oliván son "títulos competenciales conexos": "ordenación del tráfico de vehículos, protección civil, protección y prevención de incendios, ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística, defensa de usuarios y consumidores, suministro de agua, recogida y tratamiento de residuos, alcantarillado y tratamiento de aguas residuales"
.

Por otra parte, Brañes hace notar adecuadamente que las funciones que tradicionalmente han ostentado los municipios están ligadas estrechamente con la protección del medio ambiente, como por ejemplo los servicios públicos de saneamiento, agua potable y alcantarillado. "Los procesos de descentralización de la gestión ambiental que se están llevando a cabo en algunos países  -afirma este autor- le están restituyendo a los municipios algunas facultades que de facto o de jure les habían sido restadas"
. 

Refiriéndose a la distribución de funciones ambientales entre los gobiernos de los estados y los municipios en México, Brañes dice:

Hasta ahora no todas las legislaturas locales han concluido con la tarea de expedir la leyes estatales del equilibrio ecológico y la protección al ambiente que son necesarias tanto para dividir las facultades sobre la materia entre los gobiernos de los estados y municipios, como para regular los asuntos que quedan reservados a la competencia de los gobiernos de los estados, ni han sido reglamentadas las leyes que se han expedido. Además, son pocos los ayuntamientos que han comenzado a expedir los ordenamientos que regularán los asuntos reservados a los municipios. A nivel local, sin embargo, existe un cierto retardo en la expedición de las normas jurídicas que regularán las materias que han quedado colocadas en la esfera de la competencia de los gobiernos de los estados y municipios
.

Brañes hace un recuento que las actividades que la legislación ambiental mexicana señala a las municipalidades y la distribución de competencias con las demás unidades territoriales. La enumeración puede servir de antecedente para una propuesta a incluirse en el proyecto de Ley de Medio Ambiente, que tome en consideración las particularidades de la estructura política-administrativa ecuatoriana.

Según el Art. 120 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección del Ambiente de México, dispone que "[p]ara evitar la contaminación del agua, quedan sujetos a regulación federal o local:

I.
Las descargas de origen industrial;

II. 
Las descargas de origen municipal y su mezcla incontrolada con otras descargas;

III.
Las descargas derivadas de actividades agropecuarias;

IV.
Las descargas de desechos, sustancias o residuos generados en las actividades de extracción de recursos no renovables;

V.
La aplicación de plaguicidas, fertilizantes y sustancias tóxicas;

VI.
Las infiltraciones que afecten los mantos acuíferos, y

VII.
El vertimiento de residuos sólidos en cuerpos y corrientes de agua.

Independientemente de que se atribuya o no a los municipios la potestad de expedir normativa ambiental, está dentro de la naturaleza de las funciones municipales la ejecución de tareas de inspección del cumplimiento de las normas de carácter ambiental. Esto puede ser una competencia municipal propia o puede ser el resultado de convenios con las instituciones públicas determinadas por la legislación.

Finalmente, hay que llamar la atención sobre la posibilidad generalizada de que los municipios pueden asociarse en forma de consorcios públicos para llevar a cabo sus finalidades. En el Ecuador, los municipios pueden asociarse entre sí y también con los consejos provinciales, conforme la Constitución
. Cabe la aplicación de esta figura principalmente para cuestiones que afectan los ámbitos territoriales de más de un municipio, como por ejemplo el caso de las aguas residuales. El manejo de áreas protegidas locales podría ser otro ejemplo de este tipo de administración consorciada.

Aunque en el Ecuador, la competencia del municipio es el cantón, incluyendo la zonas urbanas y rurales, con mayor frecuencia se enfatiza su participación en la problemática urbana. Por eso, refiriéndose a la normativa española, afirma López-Nieto que "el control del medio ambiente urbano es una función inalienable de las Corporaciones locales"
.

Según la normativa jurídica ambiental española, las llamadas "actividades molestas, insalubres, nocivas y peligrosas" deben obligatoriamente considerarse en una ordenanza municipal en todos los municipios capital de provincia y en aquellos de más de 50.000 habitantes. Corresponde a esta Ordenanza clasificar tales actividades de forma sistemática, "tipificando al máximo las medidas correctoras aplicables en cada una de ellas, con indicación de aquellas actividades cuya ubicación deba ser forzosamente en zonas industriales y de las que se consideren compatibles con la vivienda". En esta ordenanza deben completarse las normas de instalación y las limitaciones sobre "potencia, superficie, ruidos admisibles y situación del local respecto de la vivienda". Finalmente, explica el autor citado, la Instrucción que dispone la obligatoriedad de la Ordenanza recomienda un esquema que contemple la clasificación, emplazamiento, distancia según las actividades, así como medidas correctoras. Obviamente se incluyen provisiones sobre procedimiento, comprobación, inspección y sanciones
.

En general, las principales competencias municipales son de servicios públicos y planeamiento urbano. La Ley de Régimen Municipal enfatiza la prestación de los servicios de agua potable y alcantarillado, así como caminos, calles, parques, plazas y demás espacios públicos. Otro servicio público tradicional de la municipalidad es la recolección y procesamiento de residuos y desechos sólidos. En el contexto del planeamiento del uso de espacios, también se atribuye a los municipios el "control de construcciones"
.

La Ley de Régimen Municipal detalla la aplicación de estas competencias en los Arts. 163, 164 y 195. Entre otros lineamientos dispone la coordinación que se tiene que establecer con la autoridad de salud en lo relativo a la "higiene y asistencia social".

Otros aspectos que atribuye la legislación ambiental mexicana a los municipios, referidos por Brañes son:

Extracción y procesamiento de minerales de construcción (rocas y canteras, arena de las playas). Sobre esto, en Ecuador se debe hacer referencia al Código de Policía Marítima.

Autorización de los municipios para exploración petrolera en tierras de su propiedad. En el Ecuador las tierras que no tienen otro dueño son del Estado, a través del Instituto de Desarrollo Agrario (INDA) y no se asignan tierras baldías a las municipalidades. No obstante estas pueden ser propietarias de tierras por adquisición y por expropiación, conforme a la ley.

Emisión de contaminantes a la atmósfera.

Contaminación de vehículos automotores.

Promoción de la vivienda. Una de las potestades municipales de expropiación, determinada en la Constitución, se orienta a "hacer efectivo el derecho a la vivienda y a la conservación del medio ambiente". Para el efecto, además de la expropiación las municipalidades pueden "reservar y controlar áreas para el desarrollo futuro"
. 

La relocalización industrial.

Turismo. Principalmente en los aspectos de regulación y promoción.

Regulación y control del ruido, vibraciones, energía térmica y lumínica, olores y contaminación visual.

Regulación y conservación del patrimonio cultural.

En el Distrito Metropolitano de la ciudad capital deberán tomarse en cuenta las disposiciones pertinentes de la Ley del Distrito Metropolitano de Quito
. En esta norma, además de las tradicionales funciones sobre "uso y adecuada ocupación del suelo", se dispone que el Distrito Metropolitano "[p]revendrá y controlará cualquier tipo de contaminación del ambiente"
.

Relaciones con otras instituciones públicasTC \l3 "Relaciones con otras instituciones públicas
Todas los temas ambientales descritos que están atribuidos actualmente o que podrían atribuirse a la competencia municipal, están ya cubiertos en uno o más aspectos por otra u otras instituciones públicas. Estas pueden ser dependencias del gobierno central, entidades descentralizadas por funciones, las corporaciones regionales de desarrollo y consejos provinciales. Para fundamentar mejor la distribución de funciones corresponde establecer las áreas comunes de actividad y las relaciones existentes.

Texto legal sobre normativa municipal de control, preservación y defensa del medio ambienteTC \l3 "Texto legal sobre normativa municipal de control, preservación y defensa del medio ambiente propuesta para la sección correspondiente del Proyecto de Ley de Medio Ambiente:

Art. ... .-
Las municipalidades dictarán normas de control, preservación y control del medio ambiente cantonal.

Para el efecto dictarán ordenanzas que complementen los estándares ambientales fijados por el Comité Interinstitucional de Control Ambiental (CIPA), establezcan estándares no determinados, regulen su cumplimiento y determinen las sanciones pertinentes.

Cuando el CIPA haya dispuesto un estándar o regulación ambiental, se estará a ellos, pero las municipalidades podrán dictar estándares especiales para circunstancias particulares, con la motivación debida.

Art. ... .-
Corresponde a las municipalidades, en la zona urbana, el control del cumplimiento de las leyes para la disposición y contaminación de efluentes y desechos. Se aplicarán las sanciones establecidas en dichas leyes, sin perjuicio de penar las infracciones a ordenanzas y planes municipales conforme la Ley de Régimen Municipal.

Art. ... .-
Las infracciones al Código de Salud, serán conocidas y sancionadas por los comisarios de salud. No obstante, en las poblaciones donde no existan estos funcionarios, corresponde a las municipalidades la aplicación de las normas respectivas. También podrán las municipalidades disponer por convenio con el Ministerio de Salud, el mejor cumplimiento de las provisiones del Código de Salud, incluyendo el juzgamiento y sanción.

Art. ... .-
El Ministerio de Medio Ambiente expedirá por Acuerdo el estatuto modelo sobre la normativa de control, preservación y defensa ambiental que implementarán las municipalidades. Estas podrán modificarlo por Ordenanza o sustituir su texto enteramente, acorde con los requerimientos locales.

Art. ... .-
El estatuto y las ordenanzas respectivas contendrán provisiones por lo menos sobre los aspectos siguientes:

1.
Reglas sobre desechos, efluentes y estándares ambientales de ruido, calidad del agua, tratamiento industrial, almacenamiento y zonificación de materias potencialmente contaminantes y peligrosas.

Complementación y aplicación del procedimiento de permisos establecido en la presente ley para actividades, acciones y materias clasificadas por el Comité Interinstitucional de Prevención Ambiental (CIPA). Las municipalidades podrán clasificar actividades, acciones y materias adicionales.

Normativa sobre el Uso de Espacios y la Reforma ConstitucionalTC \l2 "Normativa sobre el Uso de Espacios y la Reforma Constitucional
AntecedentesTC \l3 "Antecedentes
El Art. 159, c) de la Constitución asigna "al Concejo Municipal: Determinar en forma exclusiva el uso de los espacios; y el uso y ocupación de las áreas de asentamiento poblacionales y organizar su administración". Adicionalmente, la letra d) establece que deberán "[d]ictar las normas necesarias para el control, preservación y defensa del medio ambiente, delimitando las áreas de conservación y reserva ecológica". Sobre la primera parte de esta letra d), referida a las normas ambientales, se trata en otro apartado de este informe. Concierne al presente apartado revisar la potestad municipal sobre delimitación de áreas protegidas.

En primer término cabe precisar el tratamiento del tema por la norma constitucional. Se distingue en dos letras separadas la determinación del uso de espacios y la delimitación de áreas. La letra c) enfatiza la parte física de la planificación de suelos, mientras que la letra d), se orienta al aspecto ambiental de ese mismo planeamiento.

La finalidad específica de este capítulo es: deslindar las funciones de las diferentes administraciones públicas -para usar la nomenclatura española- en diferentes niveles, para el manejo del suelo. Esto se diferencia en planeamiento y control de usos, aprovechamiento y desarrollo de los espacios físicos.

Se requiere reglamentar la provisión constitucional a través de legislación que compatibilice las siguientes normas legales vigentes: 1. Ley de Régimen Municipal; 2. Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre; 3. Ley de Desarrollo Agrario; y, 4. Ley de Fomento y Desarrollo Agropecuario. La propuesta legislativa se debería integrar como un capítulo del proyecto de Ley de Medio Ambiente.

Competencias que la doctrina señala a los municipios y las demás entidades públicas en la ordenación territorialTC \l3 "Competencias que la doctrina señala a los municipios y las demás entidades públicas en la ordenación territorial
El proyecto de Convenio Internacional sobre Medio Ambiente y Desarrollo resume el estado de la cuestión sobre el tema de planificación física -como en los demás temas claves del desarrollo sustentable.

El Art. 36, Planificación física, del proyecto de Convenio Internacional dice:

1.
Las Partes establecerán e implementarán sistemas integrados de implementación física, incluyendo provisiones para planificación de infraestructura y urbana y rural, con vistas a integrar la conservación del ambiente, incluyendo la diversidad biológica, en el desarrollo social y económico.

2.
En tal planificación, las Partes tomarán en cuenta los sistemas naturales, en particular las cuencas de drenaje, las áreas costeras y sus aguas adyacentes, así como cualesquiera otras áreas que constituyan unidades ecológicas identificables.

3.
Las Partes tomarán en cuenta las características naturales y obstáculos ecológicos de áreas cuando sean asignadas para agricultura, pastoreo, forestación u otro uso.

Según comenta Tarasofsky, el establecimiento de sistemas de planificación física es un medio de integrar los objetivos ambientales y de desarrollo. "Se basa en la asunción de que el desarrollo sustentable requiere el mantenimiento de las funciones y las capacidades de carga de los sistemas naturales", conforme el Estatuto Mundial para la Naturaleza de 1982
. Este principio a su vez se remite al Artículo 13 del proyecto de Convenio, sobre la integración del ambiente y el desarrollo. Para el efecto propugna políticas de desarrollo sustentable "orientadas a la erradicación de la pobreza, el mejoramiento general de las condiciones generales económicas, sociales y culturales, la conservación de la diversidad biológica y el mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales y los sistemas vitales".

Conforme el segundo parágrafo del artículo que se comenta, las divisiones administrativas no deberían obstar para que las unidades ecológicas sean planificadas unitariamente. Dos ejemplos de estas unidades son las cuencas hidrográficas y las zonas costeras, así como sus aguas adyacentes. En Francia, se prohíben las construcciones dentro de los cien metros de la línea de costa, afuera de las zonas urbanas. Tampoco se autoriza, con las excepciones del caso, la construcción de carreteras paralelas a menos de doscientos metros de la playa
. Todo esto, sin perjuicio de las antiguas zonificaciones existentes en el Código Civil, incluyendo la playa y la "zona continua", así como las servidumbres correspondientes
. "Con frecuencia, comenta Tarasofsky, la división administrativa entre el mar y la tierra hace difícil, si no imposible, el manejo unitario de tales áreas"
. 

En la normativa europea, la ordenación de territorio se define como: "la expresión espacial de la política económica, social, cultural y ecológica de toda la sociedad". Al decir de Oliván el documento del Consejo de Europa sobre este tema expresa que "los instrumentos de planificación territorial deben observar una política territorial caracterizada por las siguientes notas:

a)
Democrática y participativa.

b)
Coordinadora de las distintas políticas sectoriales.

c)
Funcional, de manera que respete los valores de las culturas regionales y comarcales.

d) 
Prospectiva, es decir que tome en consideración las tendencias actuales y el desarrollo a largo plazo de los procesos económicos, sociales, culturales, ecológicos y medioambientales.

Concluye Oliván sus observaciones sobre este punto citando la Carta Europea de Ordenación de Territorio, que dispone "un conjunto de objetivos precisos inspirados en los siguientes principios: desarrollo socioeconómico equilibrado de las regiones; la mejora de la calidad de vida; la gestión responsable de los recursos naturales y la protección del medio ambiente: y finalmente la utilización racional del territorio"
.

En el derecho comparado, una competencia común de las municipalidades es el planeamiento del uso de suelos. Pero varían los grados en que estas atribuciones se reparten con otras entidades públicas. Así, según la Ley Orgánica para Ordenamiento de Territorio, se distinguen: A. Los Planes Regionales de Ordenación de Territorio; B. Los planes nacionales de aprovechamiento de los recursos naturales y los demás planes sectoriales; C. Los planes de ordenación urbanística; D. Los planes de las áreas bajo Régimen de Administración Especial; y E. Los demás planes en la ordenación del territorio que demande el proceso de desarrollo integral del país
.

Según De Klemm "[e]l objeto del sistema de planificación, al menos como se concibió y desarrolló originalmente, fue de asegurar el desarrollo armonioso de las áreas urbanas y, más recientemente, de las rurales". Las más importantes consideraciones de este esquema eran las económicas, sociales y paisajísticas, antes que la conservación ambiental. En todo caso, la agricultura y forestación se excluyen del sistema. Pero, la tendencia ha evolucionado hacia la conservación ambiental
.

El planeamiento nacional y el local se relacionan en la conservación de áreas naturales o frágiles. Así, predomina la normativa nacional sobre esta materia, llegándose incluso a requerir el cambio de los planes municipales si no suministran una protección adecuada a áreas naturales de interés nacional, como es el caso en Francia e Italia
.

En general, el efecto de las restricciones sobre sitios determinados como playas, dunas, acantilados, estuarios, salitrales, pantanos, terrenos pendientes, etc., es la prohibición de actividades determinadas de desarrollo, sin el necesario permiso. Tales actividades de desarrollo pueden ser: subdivisión, urbanización, construcción de edificios y otras obras tales como carreteras y obras hidráulicas, forestación y reforestación, excavaciones y destrucción de cobertura vegetal. En la legislación portuguesa, se pueden conceder permisos en estas circunstancias, para acciones de reconocido interés público, cuando se haya demostrado que no existe otra alternativa económicamente aceptable. Estas áreas deberían delimitarse como tales en los planes de uso de suelo municipales, en coordinación con los municipios colindantes
.

Dos tipos de instrumentos que se aplican principalmente en el nuevo enfoque del planeamiento de suelos para la conservación ambiental. El primero es exclusivamente un enfoque de áreas. El segundo se vale del requerimiento de permisos para actividades de infraestructura que antes podían ejecutarse libremente
.

Como en el caso de España, la legislación sobre uso de suelos también se deberá pronunciar sobre planes de conservación y manejo de ciertos recursos naturales. De Klemm cita la Ley de Aguas, que reserva aguas para la preservación del ambiente natural. En cualquiera de estos casos se establecen limitaciones generales y especificas sobre las actividades humanas en el área involucrada. Se deben llevar a cabo estudios de impacto ambiental para ciertos de estos proyectos y actividades. La Ley de Conservación de Áreas Naturales, Vida Silvestre y Fauna española de 1989, también exige la preparación de planes para preservación de especies y ecosistemas, llamados Planes de Manejo de Recursos Naturales
.

La cuestión principal de este apartado es diseñar niveles prácticos de competencias para las instituciones públicas involucradas en la planificación del uso de suelos: municipalidades, Corporaciones Regionales de Desarrollo, Ministerio de Agricultura y Ministerio de Medio Ambiente.

En general, la legislación extranjera y la doctrina atribuyen indiscutiblemente la priorización financiera, económica y ambiental al gobierno central y la zonificación de usos y control de las edificaciones a la municipalidad.

También se establece en la legislación extranjera y la doctrina una diferenciación entre la planificación denominada como "un urbanismo supralocal", que se limitaría a "un diagnóstico del territorio, vocaciones de espacio, criterios para infraestructuras -debe entenderse públicas-, señalamiento de áreas a protegerse y mecanismos de coordinación de políticas sectoriales. Otro tipo de enfoque, identifica el ordenamiento de suelos con la planificación económica, que incluye determinar inversiones y obras de infraestructura
.

Para efectos de una propuesta en Ecuador que distribuya las funciones del gobierno central y las corporaciones regionales de desarrollo, interesa la organización española, con los márgenes que se reserva el Estado frente a sus administraciones autónomas. En este caso, más allá del planeamiento mismo, sea este económica o territorial, el reparto de competencias atiende a las inversiones y obras públicas mismas. Así, en ese país, el gobierno central se reserva constitucionalmente la construcción de obras de infraestructura nacional, como aeropuertos de interés general, carreteras interregionales y aprovechamiento de aguas y recursos costeros. Otros temas constitucionalmente atribuidos al Estado se relacionan con la legislación básica ambiental y el patrimonio cultural
. Por supuesto que algunos aspectos de la descentralización corresponden justamente al capítulo "Descentralización" de este informe. Además también existen otros aspectos de este tema tan importante que escapan de los términos del presente estudio.

El "Plan Nacional de Ordenación" en España, en el marco de la Ley de Suelos de 1992, contempla un aspecto territorial, sobre aspectos de competencia estatal; un elemento económico, de nivel nacional; y, una referencia ambiental, de la compatibilidad económica con el desarrollo humano, proveniente de "la utilización ordenada de la calidad de vida"
.
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